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pResentación

El Sistema de Universidad Virtual de la Universidad de Guadalajara ha incen-
tivado la publicación de las diversas investigaciones que se llevan a cabo como 
parte de las tareas académicas de sus programas educativos. El libro Reflexiones 
en materia de transparencia es una muestra de ese propósito, ya que conjunta 
productos que se ajustan a la Línea de Generación y Aplicación de Conocimiento 
(lgac) que lleva por nombre Acceso a la información, rendición de cuentas, gestión 
documental y ciencia de datos, de la Maestría en Transparencia y Protección de 
Datos Personales, programa educativo que se imparte en esta Casa de Estudios. 

Actualmente, el acceso a la información y la transparencia se han consolida-
do como dos grandes pilares que fortalecen la democracia en diversos espacios; 
son incuestionables los beneficios que el acceso a la información proporciona en 
términos de derecho, transparencia y desarrollo de políticas públicas con gestio-
nes eficientes. Si bien es cierto que el acceso a la información y la transparencia, 
en primer lugar, y la rendición de cuentas, la gestión documental y la ciencia de 
datos, en segundo lugar, están metodológicamente conformados en las distintas 
entidades, organizaciones e instituciones, aún existen dependencias que carecen 
de procesos administrativos sistemáticos, lo que genera dificultades y deficiencias 
particulares en estos ámbitos. 
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Si estos procesos sucedieran de manera sistemática y consistente, las insti-
tuciones y las entidades fortalecerían las políticas públicas con acciones benéficas 
para el acceso a la información, la rendición de cuentas, la gestión documental 
y la ciencia de datos. El presente ejercicio de investigación resulta crucial para 
reorientar, direccionar y favorecer un sistema democrático, en donde las institu-
ciones se desempeñen mejor, y la democracia se fortalezca con la adecuada parti-
cipación de estas y de la sociedad civil.

Cada capítulo de este libro fue construido bajo estrictos lineamientos que con-
sideraron aspectos empíricos, teóricos, históricos y jurídicos. En última instancia, 
su propósito es el siguiente: a) ofrecer a profesionales y académicos interesados una 
visión teórica y empírica sobre la lgac Acceso a la información, rendición de cuentas, 
gestión documental y ciencia de datos, b) incentivar el interés académico e institu-
cional sobre la transparencia y la protección de datos personales en un contexto 
amplio, y c) mostrar las potencialidades y aportes al sector público y académico en 
estos temas.

Reflexiones en materia de transparencia nos presenta, desde distintas pers-
pectivas, el gran impacto que la transparencia tiene en el ámbito de la adminis-
tración pública; además, permite visibilizar futuros cambios que puedan incidir 
directamente en el impulso de una democracia más efectiva que, sin duda alguna, 
pasa por el fortalecimiento del derecho a la información.

Los capítulos de este libro sirven a los propósitos mencionados y, aunque sa-
bemos que los temas analizados no se agotan en estas páginas, tienen por objetivo 
aportar, de manera significativa, desde las particularidades de su propio contexto. 
Las discusiones planteadas son ricas en contenido gracias a que los autores se 
desempeñan profesionalmente en diferentes campos profesionales: en órganos 
garantes, como estudiantes, egresados y profesores de la Maestría en Transparen-
cia y Protección de Datos Personales de la Universidad de Guadalajara y docentes 
del Colegio de Filosofía y Letras de la Universidad del Claustro de Sor Juana. Esta 
variedad ofrece, por supuesto, un amplio abanico de perspectivas.

El primer capítulo, Factores de observación para el cumplimiento de las obli-
gaciones de transparencia en los fideicomisos públicos sin estructura, escrito por 
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Eréndira Aguilar Moreno e Isaura Sofía Rodríguez Cárcamo, se centra en el estu-
dio de los fideicomisos públicos. En este capítulo se argumenta que no todas las 
instituciones que el Estado crea para auxiliarse en la ejecución de sus fines son 
estables ni cumplen puntualmente con las obligaciones que nacen de su creación. 
El objetivo fue observar y analizar, mediante los resultados de las evaluaciones 
realizadas por los órganos garantes del estado de Jalisco y Veracruz, los factores 
para un adecuado cumplimiento de obligaciones de transparencia a partir de que 
dichos fideicomisos son incorporados al catálogo de sujetos obligados en la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (2015).

Estas autoras plantean que para observar, analizar y determinar los factores 
que pueden obstaculizar el cumplimiento de las obligaciones de transparencia, se 
requiere evaluar la capacidad institucional e incorporar la dimensión adminis-
trativa y política; además, es necesario un actuar más enérgico por parte de los 
órganos garantes para exigir a los sujetos obligados que cumplan con las obliga-
ciones de transparencia y garantizar el acceso a la información, reducir la brecha 
de opacidad y trascender de un estado de presentación de datos a un estado de 
calidad de información.

Narciso Flores Romero nos presenta el capítulo Relación entre el acceso a la 
información pública y la pobreza: una revisión del estado del arte. En este, el autor 
explica que la pobreza es un obstáculo considerable para el desarrollo humano 
que se traduce en la carencia de necesidades tan elementales como los alimentos, 
insumo indispensable para contar con una buena salud y un sano crecimiento, lo 
que deriva en una cadena de estabilidad en diferentes sentidos. El autor abre un 
debate público encaminado a la socialización del tema, que tiene como objetivo 
fortalecer el acceso a la información para, de esta manera, coadyuvar al combate 
de la pobreza, sin que esto suponga que se podrá erradicar dicho fenómeno.

El capítulo Transparencia en la publicidad oficial, de Brenda Luna Chávez, 
descansa en el reconocimiento de que la publicidad es una forma de comunica-
ción institucionalizada, empleada en varios ámbitos de decisión, que busca infor-
mar, intervenir y persuadir en un número. Esto se refleja en el uso creciente que 
las instituciones de administración pública hacen de esta, ya que, actualmente, es 
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imposible negar que la función principal de la publicidad se acompaña de otras 
adicionales, como la de construir y difundir una determinada imagen de sí mis-
mos. Este documento muestra que en la práctica la publicidad es un instrumento 
de actuación de las instituciones públicas, utilizado no solo para el cumplimiento 
de sus responsabilidades sociales y administrativas, sino también como herra-
mienta para ejercer presión sobre los medios de comunicación, donde el dinero 
invertido es un tema de debate constante.

Julio César Sánchez Díaz y José Ángel Cuevas Hernández entregan el capí-
tulo Transparencia en la rendición de cuentas del Poder Legislativo del Estado 
de Querétaro, apartado en el cual los autores realizan un análisis exploratorio 
sobre la transparencia de información relativa a algunos mecanismos para la 
rendición de cuentas en ese espacio. 

Una de las cuestiones que plantea esta investigación se relaciona con la es-
casa producción de estudios de carácter empírico sobre la rendición de cuentas 
parlamentarias a nivel subnacional, carencia analítica que se acentúa todavía más 
en el caso del estado de Querétaro. Ambos autores buscan generar bases y pre-
cedentes para el análisis estructurado de esta institución legislativa estatal en la 
temática de la rendición de cuentas, como qué tan accesible resulta al público cier-
to tipo de información vinculada a la función institucional de rendir cuentas por 
parte del congreso local.

Por último, Fernando Montoya Vargas, en el capítulo Diálogo social y trans-
parencia: estudio de caso en la Ciudad de México, analiza a través de tres con-
ceptos básicos (la transparencia, la rendición de cuentas y el diálogo social) la 
experiencia de la Mesa de Diálogo por la Transparencia, instrumentada por el 
Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Da-
tos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México (InfoDF). Este 
mecanismo, argumenta el autor, ha contribuido de manera importante al for-
talecimiento tanto de la transparencia como de la rendición de cuentas, porque 
privilegia el diálogo social como estrategia. 

Los textos que integran este libro aportan elementos para la reflexión en ma-
teria de transparencia y acceso a la información. En su conjunto, construyen un 
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espacio de colaboración de estudiantes, asesores, directores de trabajos recepcio-
nales y miembros del núcleo académico básico de la Maestría en Transparencia 
y Protección de Datos Personales, del Sistema de Universidad Virtual de la Uni-
versidad de Guadalajara. El lector sabrá valorar, en una dimensión más justa, las 
aportaciones aquí compartidas que, en el mejor de los casos, servirán para iniciar 
nuevas líneas de debate y reflexión. 

Dra. María Esther Avelar Álvarez
Rectora del Sistema de Universidad Virtual

Diciembre de 2019
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capÍtulo 1

factoRes de obseRvación paRa el cumplimiento 
de las obligaciones de tRanspaRencia en los 

fideicomisos públicos sin estRuctuRa

Eréndira Aguilar Moreno
Isaura Sofía Rodríguez Cárcamo

Introducción

Con frecuencia pensamos que la creación de instituciones tiene por objeto res-
ponder a una exigencia ciudadana, o bien, enfrentar una problemática social; sin 
embargo, no todas las instituciones instauradas por el Estado para auxiliarse en la 
ejecución de sus fines son estables ni cumplen enérgicamente con sus obligaciones 
inherentes. Esto puede obedecer a factores de diseño y capacidad institucionales. 

Los debates sobre el diseño institucional destacan las dificultades que surgen 
en la creación de instituciones, ya sea porque las reglas formales institucionaliza-
das son débiles y los actores que intervienen carecen de capacidad para hacerlas 
cumplir, o bien, porque existen asimetrías entre los actores con autoridad formal 
para enunciar las reglas y los que ostentan el poder “real”, lo que obstaculiza que 
las instituciones las cumplan. 

Con base en la premisa de que los fideicomisos públicos sin estructura se ca-
racterizan por la poca disponibilidad de información que ofrecen a la ciudadanía, 
este capítulo tiene como objeto examinar, a través de los resultados de las evalua-
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ciones que han realizado los órganos garantes de los estados de Jalisco y Veracruz, 
los factores que intervienen en un cumplimiento adecuado de las obligaciones de 
transparencia por parte de este tipo de fideicomisos, a partir de su incorporación 
al catálogo de sujetos obligados en la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública (2015).

Para cumplir con el objetivo planteado, se llevó a cabo un análisis basado en 
los resultados de las evaluaciones efectuadas por los órganos garantes de los esta-
dos de Jalisco y Veracruz a los portales de transparencia de los fideicomisos pú-
blicos sin estructura. Estos organismos realizan un diagnóstico de los sistemas de 
información por medio de evaluaciones de transparencia hechas a los fideicomisos 
públicos de manera constante. De acuerdo con los intereses de esta investigación, 
el marco de estudio se centró en el período de 2015 a 2018 (ver figura, página si-
guiente).1 Una vez analizados los casos, se cuestionó si la falta de estructura en los 
fideicomisos, así como su sectorización, pueden ser factores que intervengan en la 
estabilidad de la institución y si obstaculizan el cumplimiento de las obligaciones 
de transparencia que les corresponden.

De acuerdo con Vergara (2008), la transparencia, en el contexto organizacio-
nal, es el compromiso que establece un organismo gubernamental de hacer públi-
ca la información existente sobre asuntos públicos; esto significa que la informa-
ción que fluye en el gobierno se encuentra a disposición de cualquier ciudadano, 
excepto la que es clasificada como reservada o confidencial. 

En la reforma al artículo 6 constitucional, en 2014 se incluyó el fideicomiso 
público como sujeto obligado; sin embargo, a partir de la publicación de la Ley 
General de Transparencia se retomaron con mayor precisión las obligaciones de 
los fideicomisos públicos en esta materia. 

1 Es importante aclarar al lector las razones de haber elegido como casos de estudio a estas dos enti-
dades. La decisión se tomó en función de tres variables: son dos estados con similitudes en cuanto a 
la composición de sus organismos garantes (ambos con tres comisionados), con poblaciones numé-
ricamente parecidas: Veracruz cuenta con 8 127 832 habitantes y Jalisco con 7 880 539 (inegi, s.f.), 
y en ambos se realizaron evaluaciones por parte de los organismos garantes a un número similar de 
fideicomisos: en Jalisco se evaluaron 21 y en Veracruz, 25.
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Unidades de 
análisis Instrumentos Objetivo 

general  

Factores que intervienen en la 
estabilidad de la institución y 

obstaculizan el cumplimiento de las 
obligaciones de transparencia 

Evaluaciones del  
órgano garante 

Sistema de Información de 
Portales de Transparencia 

Características de los 
fídeicomisos indirectos 

Figura. Análisis de información. 
Fuente: elaboración propia.

El fideicomiso público como institución

En el contexto gubernamental, las instituciones tienen como función la asigna-
ción racionalizada y eficiente de los recursos que contribuyen al logro del “bien 
común”. Desde esta lógica, la institución se concibe como las reglas del ejercicio 
del poder, por lo cual “la organización conduce a poner el acento sobre elementos 
tales como jerarquía, la coordinación y la cohesión pero en un marco en el que 
el estatuto jurídico convencional, viene a constituir el marco institucional” (Pes-
queux, 2009, p. 10).

De acuerdo con Hernández (2017), el fideicomiso público en México surge de 
la necesidad del Estado de fomentar el desarrollo económico, “realizando opera-
ciones de derecho mercantil, para que sin necesidad de crear personas morales de 
derecho público u otras estructuras administrativas, pueda destinarse un patri-
monio público autónomo al financiamiento de proyectos, programas y actividades 
que beneficien a la colectividad” (Hernández, 2017).

Las disposiciones jurídicas que dan origen al fideicomiso público en México 
tienen su antecedente en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito de 
1932, normativa que establece las bases que regirán la organización y la operación 
del fideicomiso como instrumento de acción administrativa por parte del Estado. 
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En 1970, las disposiciones legales se volvieron más específicas e incorporaron la 
figura del fideicomiso público en el Presupuesto de Egresos de la Federación de 
1970 (Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 1969) y en la Ley para el Control 
por parte del Gobierno Federal de los Organismos Descentralizados y Empresas 
de Participación Estatal, artículos 25 y 262 (Unión, 1970).

El fideicomiso público constituye un órgano de la administración pública fe-
deral. Acosta la define como un 

contrato mediante el cual, el Gobierno federal, los gobiernos de los Estados 
o los Ayuntamientos, con el carácter de fideicomitente, a través de sus de-
pendencias centrales o paraestatales, transmiten la titularidad de bienes del 
dominio público (previo decreto de desincorporación), del dominio privado 
de la federación, entidad federativa o municipales, o afecta fondos públicos, 
en una institución fiduciaria para realizar un fin lícito determinado, de interés 
público (2002, p. 76).

Podemos afirmar que el fideicomiso público es una institución auxiliar del 
Gobierno federal cuyo objetivo es impulsar las áreas prioritarias del desarrollo con 
base en el financiamiento de proyectos; para esto, destina recursos públicos que 
son administrados por medio de una institución fiduciaria.

El estatuto jurídico que constituye el marco institucional del fideicomiso 
público distingue a los fideicomisos considerados como entidades paraestatales 
(organizados de manera análoga a los organismos descentralizados) y a los cons-
tituidos por el Gobierno federal a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

2 Artículo 25: “Los fideicomisos constituidos por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como 
fideicomitente único del Gobierno federal, que tengan por objeto la inversión, el manejo o la adminis-
tración de obras públicas, la prestación de servicios o la producción de bienes para el comercio serán 
objeto de control y vigilancia por parte de un comisario”.
Artículo 26: “La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como fideicomitente único del Gobierno 
federal, queda obligada a inscribir los fideicomisos en el registro que llevará la Secretaría de Pa-
trimonio Nacional y a comunicarle, dentro del plazo de 30 días, la creación, las modificaciones o 
reformas que afecten la constitución o estructura de los fideicomisos” Ley para el Control por parte 
del Gobierno Federal de los Organismos Descentralizados y Empresas de Participación Estatal 1970 
(Unión, 1970, p. 311).
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Público (shcp). Esta distinción cobra relevancia al momento de dar cumplimiento 
a las obligaciones que se derivaran de la Ley de Transparencia.

Fideicomisos públicos como sujetos obligados 

A partir de la reforma al artículo 6 constitucional, en 20143 se incluyó el fidei-
comiso público como sujeto obligado, cuya información es pública y accesible; 
asimismo, prevaleció el principio de máxima publicidad al tener la obligación 
de documentar y conservar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, 
competencias o funciones, así como publicar, a través de medios electrónicos, la 
información completa y actualizada del ejercicio de los recursos públicos, los in-
dicadores que permitan rendir cuentas del cumplimiento de los objetivos y los 
resultados obtenidos.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública distingue 
dos tipos de fideicomisos públicos: los fideicomisos con estructura y los que no la 
tienen. Los primeros son considerados como entidades de la administración pú-
blica paraestatal, “constituidos con el propósito de auxiliar al Ejecutivo Federal en 
las atribuciones del Estado, que cuentan con una estructura orgánica análoga a las 
otras entidades y con comités técnicos” (artículo 47, Congreso de la Unión, Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, 2017); además, gozan de autonomía 
de gestión para el cumplimiento de su objeto y de los objetivos y metas señalados 
en sus programas (artículo 11, Congreso de la Unión, Ley Federal de Entidades 
Paraestatales, 2019).

Por otro lado, los fideicomisos sin estructura no son entidades paraestatales; el 
Gobierno federal los constituye y la shcp funge como fideicomitente único de la ad-
ministración pública centralizada (Congreso de la Unión, Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, 2017), la cual cuidará que en los contratos se precisen 

3 Esta reforma otorgó facultades al Congreso de la Unión para expedir una ley general en materia de 
transparencia y derecho a la información; por esto, en mayo de 2015 se expidió la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública.
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debidamente los derechos y las acciones que corresponda ejercer al fiduciario, las 
limitaciones, así como los derechos que el fideicomitente se reserve y las faculta-
des que fije, en su caso, al comité técnico (artículo 41, Congreso de la Unión, Ley 
Federal de Entidades Paraestatales, 2019).

En el caso de los fideicomisos sin estructura, la Ley General de Transparencia 
señala que el cumplimiento de obligaciones en esta materia se realizará a tra-
vés de la unidad administrativa responsable de coordinar su operación, lo que 
deja claro que ambos fideicomisos, con o sin estructura, se encuentran sujetos 
a medidas de control y seguimiento. Además, de acuerdo con la interpretación 
del Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Per-
sonales del Estado de Jalisco (itei), estos fideicomisos se han calificado como suje-
tos obligados indirectos, es decir, carecen de estructura para asumir la totalidad de 
obligaciones que señalan las disposiciones en materia de transparencia, pero están 
constreñidos al cumplimiento de esas obligaciones de forma indirecta a través del 
obligado responsable de su administración (itei, 2017).

¿Qué significa asumir la totalidad de obligaciones que señalan las disposi-
ciones en materia de transparencia? La falta de estructura administrativa de un 
fideicomiso determina la inexistencia de ciertos rubros de información; un ejem-
plo de esto es la nómina o los inventarios de bienes muebles, entre otros. Debido a 
su condición, la operación de un fideicomiso público que carece de una estructura 
administrativa propia, y que no es considerado como una entidad paraestatal, se 
realiza por medio del coordinador y del responsable ante el propio fideicomiso, ge-
neralmente a través de la cabeza de sector, cuya unidad administrativa se encuentra 
adscrita a un sujeto obligado distinto de la figura jurídica del fideicomiso, de ahí 
que este último asuma la obligación de transparencia.

El itei define la unidad administrativa responsable de la siguiente manera:

Por unidad administrativa se entenderá al sujeto obligado del cual depende la 
operación del fideicomiso; toda vez que, si bien es cierto, el término de “uni-
dad administrativa”, en estricto sentido hace referencia a un área al interior del 
sujeto obligado, resultaría ilógico trasladar las obligaciones del fideicomiso a 
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un área que, al igual que este, carece de la estructura necesaria para el cumpli-
miento de las obligaciones en materia de transparencia, derecho de acceso a la 
información y protección de datos personales (2017, p. 17).4

El objeto, operación y alcances de los fideicomisos públicos sin estructura 
dependen, estrictamente, del contenido del instrumento jurídico que los sustenta. 
Al carecer de estructura orgánica propia, las obligaciones de transparencia son 
asumidas por el obligado responsable de su administración, que corresponderá, 
de modo necesario, a la sectorización de entidades paraestatales que, para el efec-
to, dicten las disposiciones federales o estatales.

Transparencia en los fideicomisos públicos

La transparencia en los fideicomisos públicos ha sido un tema de interés para al-
gunos autores. En este trabajo destacamos dos estudios por su relación con la 
transparencia. El primero es el de Irma Érendira Sandoval, Rendición de cuentas 
y fideicomisos: el reto de la opacidad financiera (2007), que aborda las asimetrías 
del derecho a la información y la transparencia sobre los recursos que ejercen los 
mandatos y fideicomisos públicos, los cuales, con el argumento de secreto bancario, 
se niegan a revelar información sobre el destino y el ejercicio de recursos públicos. 

Esta investigación, que inició en 2007, cinco años después de la entrada en 
vigor de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber-
namental, se centra en tres casos emblemáticos: el Fondo Bancario de Protección 
al Ahorro, la Empresa Integradora de Servicios Operativos, sa de cv, y el Fideico-
miso de Apoyo para el Rescate de Autopistas Concesionadas, que ejemplifican el 
manejo opaco de recursos depositados a los fideicomisos públicos.

4 Ver la Consulta Jurídica 015/2016, aprobada en la Décima Tercera Sesión Ordinaria del Pleno del 
Instituto, celebrada el 30 de marzo de 2017.
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El estudio de Sandoval hace referencia a los hallazgos presentados por la Au-
ditoría Superior de la Federación,5 que emitió la siguiente recomendación:

Los fideicomisos que sí son considerados entidades paraestatales elaboren 
indicadores estratégicos de desempeño que representen de mejor manera sus 
actividades sustantivas. De otra forma, el análisis del cumplimiento de sus 
fines, metas y objetivos seguirá siendo parte de la profunda discrecionalidad 
con la que se han venido manejando la información de los recursos públicos 
depositados en fondos y fideicomisos (Sandoval, 2007, p. 81). 

Sandoval puntualiza que los fideicomisos se caracterizan por su opacidad 
pese a las determinaciones, tanto del Instituto Federal de Acceso a la Información6 
como de la shcp, que obligan a revelar la información financiera.

Por otra parte, Salvatierra (2016) analiza la colisión de derechos en las leyes 
financieras y las disposiciones de transparencia; en particular, observa este conflicto 
entre derechos en los fideicomisos mixtos que se integran tanto de recursos públicos 
como privados. En su estudio, el autor sistematiza y examina una base de datos de 2 
197 solicitudes realizadas por ciudadanos de enero de 2013 a mayo de 2015; entre los 
hallazgos, identifica que, con el argumento del secreto bancario, los fideicomisos se 
negaban a revelar información sobre los estados financieros, así como de los acuer-
dos del comité técnico del fideicomiso. 

Salvatierra (2016) menciona que las instituciones financieras reservan infor-
mación con el propósito de tutelar el derecho a la privacidad sobre la información 
económica y patrimonial, esto sucede a pesar de que las disposiciones en materia 
de transparencia obligan a estas instituciones a revelar la información que con-
cierna al ejercicio de recursos públicos: “La antinomia jurídica entre el ámbito 

5 La investigación de Sandoval destaca las recomendaciones de la Auditoría Superior como resultado 
de la Evaluación Presupuestaria y Financiera de los Fideicomisos constituidos por el Gobierno federal 
y coordinados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Auditoría 344.
6 Instituto Federal de Acceso a la Información Pública, ahora Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, es el organismo encargado de garantizar el 
derecho a la información a nivel federal. Mediante las resoluciones a los recursos de revisión 906/05 y 
685/05, el instituto ordenó a la shcp dar a conocer los contratos, estados financieros y balances gene-
rales de los fideicomisos (Sandoval, 2007).
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privado, que resguarda el secreto fiduciario de las operaciones de los fiduciarios y 
el ámbito público, que constriñe a la divulgación y transparencia de los fideicomi-
sos que involucran recursos públicos, aunado a la compleja estructura de la figura 
permite que las entidades de gobierno adopten medidas de discrecionalidad” (Sal-
vatierra, 2016, p. 54).

La tendencia a negar información, señalada por Salvatierra, puede obedecer 
a distintas razones, una de las cuales es la confusión jurídica que procede de una 
estructura administrativa que no favorece la identificación clara del responsable, 
quien deberá asumir y cumplir las obligaciones que derivan de la norma en materia 
de transparencia y acceso a la información, como es el caso, por ejemplo, de Jalisco.

En la entidad jalisciense existen 43 fideicomisos sin estructura y ocho fideico-
misos públicos con estructura. Del total de fideicomisos existentes sin estructura, 
tres han dirigido consultas jurídicas al itei con la finalidad de que se determine 
cuál o cuáles de los diversos actores que conforman los comités técnicos deberán 
garantizar el derecho a la información. Estas consultas han motivado los dictá-
menes de las consultas jurídicas7 015/2016, 007/2017 y 008/2017, que son hasta 
ahora los antecedentes más cercanos.

De manera general, el itei dictamina que los fideicomisos públicos sin estruc-
tura no pierden su calidad de sujetos obligados al asumir el cumplimiento de sus 
obligaciones de forma indirecta, de acuerdo con lo siguiente:

• A los sujetos obligados responsables de la administración de fideicomisos 
públicos sin estructura se les asignarán claves y contraseñas para el Sistema 
Infomex o la Plataforma Nacional de Transparencia y demás sistemas admi-
nistrados por el instituto para efectos de su gestión.

• Los sujetos obligados responsables de la administración de fideicomisos pú-
blicos sin estructura deberán garantizar el derecho a la información, tramitar 

7 Las consultas jurídicas son planteamientos realizados al itei con la finalidad de esclarecer las am-
bigüedades, lagunas o antinomias de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de Jalisco y sus Municipios para que el órgano garante determine la interpretación correcta de 
la norma y, en su caso, la aplicación supletoria.
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las solicitudes de acceso que les sean formuladas y emitir contestación en los 
términos definidos en la norma.

• Los sujetos obligados responsables de la administración de fideicomisos 
públicos sin estructura deberán publicar y actualizar, en un micrositio ha-
bilitado en su página de internet y en la Plataforma Nacional de Transpa-
rencia, la información fundamental establecida en el artículo 8, párrafo 1, 
fracción V, inciso X, y artículo 16-Bis, párrafo 1, fracciones II, III, IV, V, VI, 
VII, VIII, y IX, de la Ley de Transparencia, según corresponda ( itei, 2017).

Con la finalidad de que se lleve a cabo la intervención del Poder Ejecutivo en 
la operación de las entidades de la administración pública paraestatal, es facultad 
del gobernador del Estado agruparlas por sectores definidos, de manera que en 
Jalisco, de acuerdo con el registro de sujetos obligados del itei, existen 43 fideico-
misos públicos sin estructura; su sectorización se presenta en la tabla 1.

Tabla 1. Fideicomisos sin estructura y su sectorización, Jalisco

Cabeza de sector Fideicomisos 
sectorizados

Secretaría de Educación 5

Secretaría de Turismo 3

Secretaría de Desarrollo Económico 1

Secretaría de Desarrollo e Integración Social 2

Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Territorial 1

Secretaría General de Gobierno 1

Secretaría de Innovación, Ciencia y Tecnología 2

Secretaría de Infraestructura y Obra Pública 3

Secretaría de Planeación, Administración y Finanzas 7

Otros 18
Fuente: base de datos de sujetos obligados (itei, 2018a).

Por otro lado, en el estado de Veracruz existen 25 fideicomisos públicos indi-
rectos sin estructura, cuya sectorización se describe en la tabla 2.
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Tabla 2. Fideicomisos sin estructura y su sectorización, Veracruz

Cabeza de sector
Fideicomisos
sectorizados

Secretaría de Desarrollo Económico y Portuario 2

Secretaría de Turismo y Cultura 2

Secretaría de Educación 5

Secretaría de Desarrollo Social 4

Secretaría de Medio Ambiente 1

Secretaría de Desarrollo Agropecuario, Rural y Pesca 2

Secretaría de Finanzas y Planeación 2

Secretaría de Infraestructura y Obras Públicas 2

Secretaría de Medio Ambiente y la Comisión de Agua 1

Secretaría de Gobierno en coordinación con la Fiscalía General 
del Estado 1

Consejo Veracruzano de Investigación Científica y Desarrollo 
Tecnológico 1

Instituto de Pensiones del Estado 2
Fuente: base de datos de sujetos obligados (ivai, 2017a).

Observación de los resultados de las
evaluaciones a los fideicomisos sin estructura

Análisis de la información

Los órganos garantes, para comprobar la observancia de las obligaciones de trans-
parencia comunes y específicas, realizan evaluaciones para determinar el grado de 
cumplimiento de cada sujeto obligado a través de las verificaciones diagnósticas a 
los portales de internet o a la Plataforma Nacional de Transparencia.

En este trabajo exploramos el sistema de información de transparencia de los 
fideicomisos públicos sin estructura por medio de las evaluaciones que han lleva-
do a cabo los órganos garantes de Jalisco y Veracruz de 2015 a 2018.



26

Reflexiones en materia de transparencia

Evaluación de fideicomisos públicos del estado de Jalisco

En la sexta sesión ordinaria celebrada el 21 de febrero de 2018, el pleno del itei apro-
bó la metodología del Plan Anual de Verificación 2018 (itei, 2018a), el cual consiste 
en dos ejercicios; el primero de ellos es una verificación a portales de internet, y el 
segundo, una verificación del grado de cumplimiento en el Sistema de Portales de 
Obligaciones de Transparencia de la Plataforma Nacional de Transparencia.

En el primer ejercicio se evaluó la publicación de información fundamental 
mediante la exploración de los portales de internet de los sujetos obligados, de 
acuerdo con el artículo 8, fracción V, correspondiente a la información financiera, 
patrimonial y administrativa, y en el caso de los fideicomisos, con el artículo 16-Bis. 

En cuanto al proceso metodológico, la selección de la muestra fue aleatoria, 
y la cobertura fue de 100 sujetos obligados en las siguientes categorías: Poder 
Legislativo (1), Poder Ejecutivo (9), Poder Judicial (3), ayuntamientos (21), orga-
nismos autónomos (3), partidos políticos (5), organismos públicos descentralizados 
(30), fideicomisos con estructura (3), fideicomisos sin estructura (21) y sindicatos (4).

El período de verificación comprendió de marzo a diciembre de 2018, du-
rante el cual tres fideicomisos presentaron su proceso de extinción: Fideicomiso 
irrevocable de garantía, administración y fuente alterna de pago Invex Solucash 
Transporte; Fideicomiso irrevocable de garantía, administración y fuente de pago 
“Santander”; y Fideicomiso irrevocable de administración y pago denominado “Ad-
quisición de vagones para la Línea 1 del Tren Eléctrico Urbano de Guadalajara”. 
Estos fideicomisos fueron dados de baja en la evaluación; sin embargo, el itei in-
forma que sí fueron evaluados.

El cálculo de calificaciones se realizó mediante el uso de una escala de 0-1, don-
de el valor 0 significa no cumple, 1, sí cumple, y 0.5, cumple parcialmente con el 
aspecto verificado (itei, 2018a, p. 3). Para la valoración de estos datos utilizamos 
los criterios adjetivos, accesibilidad e información completa, publicidad, vigencia 
y criterios sustantivos.
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En el criterio de publicidad se verifica que se publique de manera universal 
y permanente en internet, y que se actualice el criterio de vigencia conforme a los 
plazos establecidos; además, se revisa que el criterio de accesibilidad sea claro, de 
fácil acceso y comprensible para el ciudadano, así como que toda la documenta-
ción del criterio de información completa sea acorde con la fracción y contenga los 
documentos completos (itei, 2018a, p. 4). 

Conforme a los resultados de la evaluación, el índice de cumplimiento más 
bajo corresponde al criterio adjetivo de vigencia, con un resultado de 21.43, lo cual 
significa que la información de los fideicomisos no se encuentra actualizada de 
acuerdo con los lineamientos de publicación y actualización, que por regla general 
debería realizarse mensualmente.

Tabla 3. Índice global de cumplimiento: criterio adjetivo
Criterio adjetivo Cumplimiento

Publicidad 47.42

Vigencia 21.43

Accesibilidad 50.39

Información completa 45.39
Fuente: resultados globales por grupo de sujetos obligados, Plan de Verificación 2018 (itei, 2018b).

Del universo de fideicomisos evaluados, solo siete obtuvieron un resultado 
mayor de 60, dos un resultado de cero, y dos un resultado menor de diez. En lo 
referente a los criterios sustantivos, estos se relacionan con las obligaciones de 
publicación de información fundamental señaladas en el artículo 8, párrafo 1, en 
todas sus fracciones e incisos, así como de manera específica, según la naturaleza 
de cada sujeto obligado previsto en los numerales del 9 al 16-Quáter de la Ley de 
Transparencia.

Aunque observamos un mayor nivel de cumplimiento en la información es-
pecífica, esta es escasa y tiene un nivel global menor de 50. El resultado del bloque 
de fideicomisos es de 42.08; del universo de fideicomisos sin estructura evaluado, 
solo el 33% obtuvo un resultado mayor de 60, y el 67%, uno menor o igual a 50.
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Gráfica 2. Índice de cumplimiento de los fideicomisos con resultados mayores de 60.
Fuente: Plan de Verificación 2018 (itei, 2018b), resultados globales por grupo de sujetos obligados. 

Tabla 4. Índice de cumplimiento global por fracción

Criterio sustantivo Cumplimiento

Artículo 8, fracción V, inciso X 35.72

Artículo 16Bis, información fundamental de 
fideicomisos 48.44

Fuente: Plan de Verificación 2018 (itei, 2018b).

Por otro lado, el resultado global de los fideicomisos con estructura fue de 
59.18, por lo que podríamos señalar que existe una escasa o reducida disponibili-
dad de información fundamental de los fideicomisos públicos (con o sin estructura) 
del estado de Jalisco.

Evaluación de los fideicomisos públicos
sin estructura del estado de Veracruz

El Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos Per-
sonales (ivai) realizó en 2017 una verificación al cumplimiento de las obligaciones 



30

Reflexiones en materia de transparencia

aplicables a los fideicomisos públicos, hasta la fecha esta revisión ha sido la única 
que se ha llevado a cabo. 

En la décima sesión extraordinaria, celebrada el 2 de mayo de 2017, el pleno 
del ivai aprobó la metodología de evaluación de las obligaciones de transparencia 
de 2017, la cual consiste en verificar el cumplimiento de las obligaciones de trans-
parencia en la Plataforma Nacional de Transparencia y en los medios de publica-
ción (portales de internet) a los sujetos obligados. El período de verificación fue 
del 5 de mayo al 14 de agosto de 2017. 

De acuerdo con la metodología, todos los sujetos obligados fueron inspeccio-
nados por la totalidad de las obligaciones aplicables y no aplicables. El universo 
de sujetos obligados verificados fue de 398, los cuales se agrupan en las siguientes 
categorías: 

• Asociaciones civiles (11)
• Ayuntamientos (212)
• Fideicomisos sin estructura (25)
• Organismos públicos descentralizados (48)
• Entidades paramunicipales (17)
• Organismos autónomos (8)
• Partidos políticos (9)
• Secretarías y oficinas que integran el Poder Ejecutivo (17)
• Poder Legislativo (1)
• Poder Judicial (1)
• Sindicatos catalogados como sujetos obligados directos (5)
• Sindicatos catalogados como sujetos obligados indirectos (44)

Los elementos de la verificación son los siguientes: 

• Vínculo visible de la sección de transparencia
• Obligaciones de transparencia no aplicables



31

Capítulo 1 ǀ Factores de observación para el cumplimiento de las obligaciones...

• Obligaciones de transparencia aplicables
• Fecha de actualización y fecha de validación
• Responsable de la información (ivai, 2017a)

Es importante mencionar que en el criterio de vínculo visible se revisa que 
la información esté contenida en una sección denominada “Transparencia”; en el 
criterio de obligaciones de transparencia no aplicables se cuida que las fracciones 
que no son aplicables mencionen la leyenda “No aplica”; en el criterio de obliga-
ciones de transparencia aplicables se corrobora el cumplimiento de las fracciones, 
así como los elementos establecidos en la normativa aplicable; en el criterio de 
fecha de actualización y fecha de validación se confirma que atiendan los períodos 
de actualización y de conservación; y en el criterio de responsable de generar in-
formación se identifica que cada fracción indique el área responsable de producir 
la información. 

Para el criterio de obligaciones aplicables, utilizamos una escala de 0-6, 
donde se asigna 6 cuando cumplen con la totalidad de las fracciones; cinco cuan-
do cumplen entre el 99% y 85%; cuatro cuando cumplen entre el 84% y 70%; 
tres cuando cumplen entre el 69% y 50%; dos cuando cumplen entre el 49% y 
25%; uno cuando cumplen entre el 24% y 1%; y cero cuando no existe información 
publicada (ivai, 2017b). 

La tabla 5 (ver página siguiente) contiene los resultados obtenidos de la veri-
ficación a los medios de publicación (portales de transparencia) de los 25 fideico-
misos públicos.

El promedio de cumplimiento general del medio de publicación (portales de 
transparencia) es de 2.22; los elementos evaluados y su cumplimiento promedio 
se presentan en la tabla 6 (ver página 37).
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Tabla 6. Índice de cumplimiento promedio (portales de transparencia)
Elementos Cumplimiento

Vínculo visible del portal de transparencia 0.48

Obligaciones de transparencia no aplicables 0.22

Obligaciones de transparencia aplicables 0.96

Fecha de actualización y validación 0.26

Responsable de generar información 0.30

Total de cumplimiento 2.22
Fuente: tabla de calificación final de la Verificación Diagnóstica 2017 (ivai, 2017b). 

Por otro lado, los fideicomisos que obtuvieron calificaciones aprobatorias fue-
ron el Fideicomiso Sistema del sar para los Trabajadores del ipe y el Fideicomiso de 
la reserva técnica del ipe. 

5.00 

5.00 

5.50 

5.50 

7.00 

8.00 

0.00 

0.00 

6.00 

6.00 

7.00 

8.50 

ACUARIO  

ORACVER 

FONMETROX 

FONMETROAC 

Fideicomiso Sistema del SAR para los trabajadores del IPE 

Fideicomiso de la Reserva Técnica del IPE 

Título	del	eje	

Calificación del Portal de Transparencia  Calificación de la PNT 

Gráfica 3. Índice de calificaciones destacadas de fideicomisos sin estructura
(parámetro de 5 y más).
Fuente: Informe de labores (ivai, 2018).

Factores de observación para el cumplimiento de obligaciones 
de transparencia en los fideicomisos públicos sin estructura

Uno de los factores que puede obstaculizar el cumplimiento de las obligaciones de 
transparencia se refleja en las dificultades del diseño institucional, que limitan la 
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construcción de la capacidad institucional, como quedó asentado en las consultas 
jurídicas ante el órgano garante en materia de transparencia en Jalisco; estas difi-
cultades pueden obstruir el flujo y la disponibilidad de información.

Con base en algunas corrientes de pensamiento que abordan el análisis de 
la capacidad institucional, en la tabla 7 resaltamos dos aspectos de los esquemas 
organizacionales entre 1980 y 1990. 

Tabla 7. Intervenciones institucionales con objeto de mejorar las funciones del Estado
Año Concepto asociado Descripción

1980 Fortalecimiento 
institucional

Mejorar las habilidades para cumplir las funciones del 
Estado con técnicas de reingeniería organizacional

1990
Construcción de capacidad 
institucional (capacity- 
building)

La nueva aspiración se convierte en la gestión de 
“buen gobierno” mediante un esquema de diseño 
adecuado y congruente de políticas públicas, 
administración de los recursos con más transparencia 
y eficacia, para responder a las demandas ciudadanas

Fuente: elaboración propia, con base en Ackerman (2007).

En 1980, las intervenciones institucionales tenían por objeto mejorar las ha-
bilidades para cumplir las funciones del Estado, y se manifestaban en técnicas de 
reingeniería organizacional, por medio del concepto fortalecimiento institucional. 
En 1990, la nueva aspiración se convirtió en la gestión de “buen gobierno”, con un 
esquema de diseño adecuado y congruente de políticas públicas, administración 
de los recursos con más transparencia y eficacia, así como una respuesta efectiva 
a las demandas ciudadanas; el concepto asociado fue construcción de capacidad 
institucional (Ackerman, 2007).

Oszlak (2014), Rosas (2008) y Reppeto (2004) coinciden en la concepción 
de análisis de capacidad institucional y estatal con base en dos componentes: el 
administrativo, que refiere el ámbito técnico burocrático, y el político, que señala 
la capacidad de toma de decisiones de los gobernantes.

En el análisis de los resultados de las evaluaciones, en el caso particular de 
Jalisco, observamos un mayor grado de cumplimiento en los fideicomisos con es-
tructura; sin embargo, su calificación no es mayor de 60. Podríamos decir que una 
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estructura administrativa propia, en un fideicomiso, no es determinante para 
que este cumpla con eficacia y eficiencia en las obligaciones de transparencia, en 
razón de los resultados de las evaluaciones de los órganos garantes.

Valdría la pena explorar la capacidad institucional del fideicomiso; de acuer-
do con Rosas, para esto, es necesario incorporar los componentes administrativos 
y políticos.

La capacidad administrativa hace alusión a las habilidades técnico-burocráticas 
del apartado estatal y en este componente resaltan dos dimensiones, los re-
cursos humanos y la organización. Por su parte, la capacidad política refiere 
a la interacción que enmarca ciertas reglas, normas y costumbres, asociada al 
modo en que se relacionan los actores políticos, teniendo como componentes: 
a) participación política (quiénes participan y cómo lo hacen); b) negociación 
(voluntad política entre los actores); y c) lucha de poder (qué tanto los actores 
aceptan la distribución existente del poder) (Rosas, 2008). 

Conclusiones

A manera de conclusión, podemos señalar que, para observar, analizar y deter-
minar los factores que pueden obstaculizar el cumplimiento de las obligaciones 
de transparencia, es necesario evaluar la capacidad institucional e incorporar la 
dimensiones administrativa y política con el objeto de verificar las posibles tensio-
nes entre los distintos niveles (los individuos que competen y negocian, las organi-
zaciones que se coordinan y entran en conflicto) y los órdenes institucionales que, 
en general, tienden a estar ausentes (Jepperson y Meyer, 1999).

Con base en el enfoque de la teoría neoinstitucional, el trabajo de Jepperson 
y Meyer (1999) advierte que “la base de la autonomía individual y organizacio-
nal, y algunas de las tensiones internas más características, se derivan de las rela-
ciones contradictorias entre las instituciones” (p. 322).

Son necesarias acciones más enérgicas por parte de los órganos garantes 
para exigir a los sujetos obligados el cumplimiento de sus responsabilidades de 
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transparencia, además de garantizar el acceso a la información; esto, con la fina-
lidad de reducir la brecha de opacidad, trascender de un estado de presentación 
de datos a uno de calidad de información como un recurso indispensable para la 
vida diaria. 

Al respecto, Fox (2008) declara que es posible hablar de dos tipos de transpa-
rencia: la opaca y la clara. Esta última se caracteriza por ser una política de acceso 
a la información y a programas que revelan información confiable acerca del des-
empeño institucional, y que señalan las responsabilidades de cada funcionario y 
el destino final de los fondos públicos. En cambio, la transparencia opaca “refiere 
a la información que las organizaciones producen y ofrecen sin describir cómo se 
adoptan decisiones o el reflejo del trabajo real, es decir, no se constituyen descrip-
ciones puntuales” (Fox, 2008, p. 191).

Para que el proceso de cambio avance, es necesario que las herramientas que 
se desarrollen para acceder a la información pública sean eficientes y no dificulten 
el acceso; además, deben estar actualizadas, disponibles permanentemente y vin-
culadas a los catálogos de disposición documental.
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capÍtulo 2

Relación entRe el acceso a la infoRmación pública y 
la pobReza: una Revisión del estado del aRte

Narciso Flores Romero

Introducción

Los derechos humanos son la garantía que tienen todos los individuos para llevar 
una vida satisfactoria; es decir, sin que sus necesidades básicas ni su desarrollo so-
cial se vean afectados. La salud, la educación, el empleo, la alimentación e incluso 
la información pública, forman parte del catálogo clasificado como derechos huma-
nos, de los que toda persona debe gozar, y que han de ser garantizados por el Estado. 

El derecho de acceso a la información pública ha cobrado la suficiente fuerza 
como para encontrarse plasmado explícitamente en el artículo sexto constitucio-
nal en México, así como en diversas normas del orden federal, estatal y local. Su 
materialización es tema de profundo debate, pues, debido a carencias económicas, 
tecnológicas, educativas, entre otras, no todos los individuos cuentan con los me-
dios suficientes para acceder a la información de carácter público, además de que 
algunos sectores de la población en estado de marginación social y económica se 
ven desfavorecidos.
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La pobreza representa un obstáculo considerable para el desarrollo humano 
y se traduce en la carencia de necesidades tan elementales como los alimentos, el 
insumo indispensable para contar con una buena salud y un sano crecimiento, lo 
que deriva en una cadena de estabilidad en diferentes sentidos.

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval, 
2017) reporta que, en 2016, 53.4 millones de mexicanos se encontraban en con-
dición de pobreza. Con esta cifra podemos dimensionar el enorme sector de la 
población cuyos derechos son quebrantados; por ese motivo, surge la necesidad 
de que puedan disfrutar de sus prerrogativas.

Postular el derecho de acceso a la información pública como una de las he-
rramientas que coadyuva en el combate a la pobreza representa una propuesta 
que integra estrategias específicas, como la socialización de este derecho. Resulta 
de gran importancia que la sociedad acceda y conozca esta información, la cual se 
traduce en beneficios para su progreso. 

Con base en estas consideraciones, en este capítulo pretendemos abrir un 
debate público encaminado a la socialización del tema que nos ocupa, con la fina-
lidad de fortalecer el acceso a la información y contribuir al combate de la pobreza, 
sin que esto suponga que se podrá erradicar este fenómeno.

Estado del arte

En primer lugar, es necesario reconocer las aportaciones de Issa Luna Pla, una de las 
pocas autoras que han contribuido al estudio de este tema. La autora formula una 
serie de cuestionamientos en torno al derecho de acceso a la información pública, 
los cuales abren el debate para que se continúe el estudio de la propuesta trazada 
de manera sistemática. Luna (2012) se pregunta: “¿Qué tipo de relación guarda la 
información pública con las capacidades de una persona? ¿Cómo afecta el entorno 
social de una persona en su manera de acceder y comprender la información pú-
blica? ¿Qué tipo de leyes y políticas de transparencia y acceso a la información se 
deben diseñar para contribuir a las capacidades de los pobres?” (p. 47).
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Mucho se ha debatido en torno a las consideraciones que engloban la pobre-
za, analizada desde varios enfoques y perspectivas, teorías y posturas, así como 
en estudios formales. El acceso a la información pública es un tema relativamente 
nuevo, pero ya estudiado por distintos autores a nivel personal e institucional, 
quienes lo debaten como un derecho humano más; sin embargo, estos dos aspec-
tos: pobreza y acceso a la información, han sido poco explorados de manera aso-
ciada entre sí con el fin de encontrar su relación y abrir el debate sobre la utilidad 
del acceso a la información pública en el combate a la pobreza.

Para comprender la propuesta de asociar ambos temas es necesario retomar 
las ideas centrales que dan vida al concepto de pobreza y al derecho de acceso a la 
información pública, desde una ventana teórica, presentada por diversos autores 
y que permita un mejor razonamiento al respecto. Para esto, es necesario señalar 
algunas consideraciones sobre los derechos humanos, debido a que el acceso a la 
información pública es uno de ellos; además, hablar de pobreza es referirse a la vio-
lación de muchos de esos derechos.

Derechos humanos

Una aproximación general señala que los derechos humanos son “normas interna-
cionalmente acordadas que aplican a todos los seres humanos. Engloban los dere-
chos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales enunciados en la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos (dudh, 1948)” (oms, 2009, p. 7). A lo anterior 
se suman características que distinguen a estos derechos, con las cuales se advier-
te su importancia para ser respetados y adoptados por todas las naciones. En con-
secuencia, la oms (2009) apunta que los derechos humanos son universales; tienen 
como objetivo salvaguardar la dignidad intrínseca y la igualdad de todos los seres 
humanos; son de carácter inalienable, interdependientes e interrelacionados; se 
articulan como derechos de los individuos que, a su vez, imponen obligaciones de 
acción u omisión al Estado; han sido garantizados por la comunidad internacional 
y se encuentran protegidos por la ley.
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Enfoques en el límite de los derechos

Los derechos humanos son reconocidos por ordenamientos jurídicos y por insti-
tuciones del Estado; asimismo, representan tanto cuestiones de orden moral, en 
el sentido de que la normativa no permite su trasgresión, como aspectos ligados 
a los principios morales de los individuos. Salvaguardar los derechos evita que el 
Estado se vea rebasado en su responsabilidad. 

De Asís (1994) menciona que se puede entender el iusnaturalismo en dos 
vertientes: la ética y la jurídica. La primera infiere que hay principios morales y 
de justicia, los cuales son universalmente válidos, así como factibles a la razón 
humana. Por otra parte, la vertiente jurídica señala que una norma o sistema 
normativo no se puede denominar “jurídico” en tanto contradiga los principios mo-
rales o de justicia; por tal razón, la validez del derecho dependera del reconocimien-
to de esos principios.

De acuerdo con De Asís (1994), para el positivismo, los derechos fundamen-
tales deberan integrarse en un ordenamiento jurídico; esta es la única exigencia. 
De igual manera, el derecho es justo por el solo hecho de ser válido. Por su parte, el 
dualismo concentra los otros dos enfoques, y se mantiene entre el iusnaturalismo 
y el positivismo. El dualismo sostiene que los derechos tienen un referente ético 
para ser instrumentos jurídicos, lo que representa pretensiones morales justifica-
das que se incorporan a ordenamientos jurídicos.

Expuesto lo anterior, debe prevalecer un respeto irrestricto por salvaguar-
dar los derechos humanos, lo que incluye el derecho de acceso a la información 
pública; además del derecho de tener una vida digna, sin carencias básicas como 
alimento, salud, trabajo bien remunerado, entre otras. 

 
Acceso a la información pública, 
reconocimiento y definiciones

El acceso a la información pública es un derecho que ha sido reconocido de ma-
nera gradual con el paso de los años. Este derecho se ha plasmado en diversos 
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instrumentos jurídicos, ya sean locales, nacionales o internacionales. El documen-
to que lo ampara, y el más reconocido a nivel mundial, es la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos de 1948, cuyo artículo 19 lo consagra. En este sentido, la onu 
(1948) declara: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; 
este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar 
y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, 
por cualquier medio de expresión” (p. 1).

Otros tratados han trabajado para proteger este derecho. La Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 13, y el Pacto Internacional 
de los Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 19, sostienen que toda persona 
puede allegarse de información. México, por ejemplo, ha refrendado estos trata-
dos y los reconoce en su Constitución.

Nuestro país establece en su Carta Magna (2018) que “toda persona tiene 
derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, reci-
bir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expre-
sión” (p. 12). Con lo anterior, queda de manifiesto el derecho irrestricto de conocer 
toda la información que sea generada por el Estado (salvo las excepciones de ley), 
que permita el desarrollo humano por medio de los servicios básicos proporciona-
dos por la administración pública.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (lgtaip, 
2015), en su artículo 4, señala que “el derecho humano de acceso a la información 
comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información” (p. 4). Con 
esto se acota el sentido del derecho a la información pública y se expresa la obliga-
ción del Estado de proveer de información a los individuos, independientemente 
del uso que se le dé a esta. 

Por otra parte, la Organización de Estados Americanos (oea, 2013) afirma que 
“el acceso a la información pública es una prerrogativa que permite a los ciuda-
danos conocer cualquier tipo de información generada por el Estado y su admi-
nistración pública” (p. 4). Con esta conceptualización se refrenda la idea general 
y fundamentada de que la información pública en posesión del Estado debe ser 
accesible para sus ciudadanos.
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Es importante rescatar lo que los libros han plasmado en torno a este dere-
cho, lo cual nos ayudará a delinear un bosquejo más amplio del tema. El acceso a 
la información pública comprende más allá de un simple vistazo a lo que se hizo 
en determinada fecha, con ciertos recursos, o lo que en su momento compró algún 
presidente municipal. En este sentido, López (2015) asevera que el acceso a la 
información es la garantía de toda persona de conocer de manera activa (inves-
tigando) o pasiva (recibiendo) todos aquellos datos e información generados en 
nuestra sociedad, lo que contribuye a que puedan formar una opinión al respecto. 

Por su parte, Gutiérrez (2008) apunta que el derecho de acceso a la informa-
ción pública versa como un derecho fundamental en dos vertientes. Por un lado, 
busca proteger a las personas para allegarse de información relevante, que de 
acuerdo con sus necesidades garantiza la autonomía individual, lo cual les permite 
la elección y el desarrollo de sus proyectos de vida. Por otro lado, este derecho es 
condición básica para el ejercicio de otros derechos, como los políticos, de libertad 
de expresión, asociación, reunión y opinión.

Para Rosales (2013), la información resulta una necesidad de los seres huma-
nos para expresarse y tener conocimiento de lo que enuncian los demás. De igual 
manera, responde a un requerimiento que se convierte en un derecho fundamen-
tal del hombre; así como los hombres tienen derecho a la libertad, deben tener el 
derecho de expresión, de informar y ser informados. Todo esto deberá estar ga-
rantizado por el Estado y definido por la sociedad misma, la cual le asignará valor 
y función a la información.

Para abonar a una definición que permita construir un panorama más am-
plio, Ceballos (2010) agrega que el derecho de acceso a la información se ha con-
vertido en un derecho inherente a la persona a través del tiempo, al formar parte 
de los derechos civiles. Lo anterior queda plasmado en el contenido de las diversas 
constituciones de regímenes democráticos, con lo que funda bases para una con-
vivencia democrática.

Las distintas concepciones acerca del acceso a la información pública coinciden 
en que se trata de un derecho irrestricto de los seres humanos, lo que deriva en una 
exigencia generalizada hacia el Estado de toda la información que se genera a través 
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de sus funciones y atribuciones, es decir, del ejercicio del poder sobre sus gober-
nados. Para obtener esta información no es necesario acreditar interés alguno, 
simplemente bastará con solicitarla o que el Estado cumpla con su obligación de 
difundirla; cada individuo obtendrá de esto el provecho que le convenga.

Pobreza

Para reflexionar sobre el tema de la pobreza primero hay que considerar ciertos 
conceptos y generalidades, lo cual puede resultar complejo por la diversidad de 
posturas al respecto y las mediciones utilizadas para determinar si una persona 
es pobre y en qué grado. Algunas instituciones se han encargado de estudiar la 
pobreza y analizarla para proponer soluciones a este fenómeno. La Organización 
de Naciones Unidas (onu), la oea, la Organización Mundial de la Salud (oms) y el 
Coneval son algunas instancias que estudian y revisan continuamente este tema. 

La onu es uno de los organismos más representativos y de mayor alcance en 
el tema; a través de su Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
analiza la pobreza como una problemática de carácter mundial. Por su parte, la 
oms (2009) apunta que la pobreza es “una condición humana que se caracteriza 
por la privación continua o crónica de los recursos, la capacidad, las opciones, la 
seguridad y el poder necesarios para disfrutar de un nivel de vida adecuado y de 
otros derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales”.

La Oficina del Alto Comisionado (oac) de la onu elaboró los Principios Rec-
tores sobre la Extrema Pobreza y los Derechos Humanos, documento en el que se 
hacen consideraciones sobre este tema. La oac (2012) expresa que esta condición no 
solo se trata de una cuestión económica; también comprende la falta de ingreso, así 
como de capacidades básicas que permitan vivir con dignidad; esto responde a un 
fenómeno multidimensional. Agrega que la pobreza en sí misma representa un 
problema de derechos humanos causado por y en consecuencia de violaciones 
a estos,lo que requiere atención urgente. Así, la pobreza extrema se caracteriza 
por múltiples violaciones a los derechos económicos, sociales, civiles, políticos 
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y culturales; las personas en esta situación son vulnerables a la desigualdad y ca-
rencia de la dignidad.

El organismo Acción Ciudadana frente a la Pobreza (acfp) elaboró, en con-
venio con la Comisión Nacional de Derechos Humanos, el documento Derechos 
humanos y pobreza, políticas públicas frente a la pobreza con perspectiva de 
derechos del artículo 1 constitucional (2017); en este, la pobreza se define como 
una condición sociohistórica de ingresos insuficientes, sin acceso a satisfactores 
y servicios esenciales para vivir; inhibe de esta manera el pleno ejercicio de los 
derechos, en especial de los económicos y sociales. También señala que la pobre-
za, como condición, reduce las capacidades de las personas y limita sus liberta-
des; coarta e interfiere su futuro y origina exclusión y discriminación a raíz de los 
factores de vulnerabilidad, lo que puede perpetuar la condición de pobreza por 
generaciones.

El colectivo México ¿cómo vamos? también abona a la comprensión del fe-
nómeno de la pobreza. Recurre a Galindo, Mariana y Ríos (2015) para definirla 
como la privación del bienestar de un modo pronunciado, agravada por la falta 
de capacidades básicas para funcionar dentro de la sociedad, y de ingresos para 
enfrentar las necesidades de educación, seguridad, salud, empoderamiento y de-
rechos básicos.

Galindo et al. (2015) señalan que la Organización de la Naciones Unidas para 
la Educación, Ciencia y Cultura (unesco) determinó tres perspectivas que deben 
considerarse para evaluar si una persona se encuentra en condición de pobreza: 
primero, si su ingreso se encuentra por debajo de la línea de pobreza; segundo, 
si cuenta con los servicios básicos necesarios; y tercero, si posee las capacidades 
elementales para funcionar dentro de la sociedad. 

El mismo organismo expone que la pobreza puede ser definida en términos 
absolutos y relativos. En el primer caso se trata de una cantidad necesaria de 
dinero para satisfacer necesidades básicas, como comida, salud y vestido, entre 
otras; en el segundo se basa en un estándar de vida determinado por la sociedad; 
por lo tanto, el estatus económico de un individuo se establece en comparación 
con el de otro.
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Por su parte, el Coneval (2018), como organismo responsable de generar in-
formación sobre la situación de la política social y la medición de la pobreza en 
México, define la pobreza en su glosario: 

Una persona se encuentra en situación de pobreza cuando tiene al menos una 
carencia social (en los seis indicadores de rezago educativo, acceso a servi-
cios de salud, acceso a la seguridad social, calidad y espacios de la vivienda, 
servicios básicos en la vivienda y acceso a la alimentación) y su ingreso es 
insuficiente para adquirir los bienes y servicios que requiere para satisfacer 
sus necesidades alimentarias y no alimentarias.

El propio Consejo ofrece estadísticas derivadas de estudios realizados; en un 
comunicado de prensa de 2017 informó que 53.4 millones de personas se encuen-
tran en situación de pobreza, lo que representa el 43.6% de la población total de 
México; de estos, 9.4 millones son considerados en pobreza extrema, lo que equi-
vale al 7.6% de la población; lo anterior se basa en datos de 2016.

Otro organismo que ha incluido la pobreza en su agenda es el Banco Mundial 
(2018); en diferentes publicaciones ha establecido objetivos específicos sobre este 
tema. Al respecto, indica que la pobreza dependerá de las circunstancias sociales 
propias, es decir, aquello que es un lujo para una determinada sociedad podría 
ser una necesidad para otra; incluso, satisfacer las necesidades físicas mínimas no 
implica que las personas tengan una vida próspera, si, por el contrario, no pueden 
desarrollarse con dignidad en la sociedad. 

En este sentido, el mismo órgano internacional indica que si bien la pobreza 
se trata de una carencia de ingresos y de consumo, también se refleja en los niveles 
educativos bajos, en los resultados insatisfactorios de salud y nutrición, así como 
en la falta de servicios básicos y el vivir en un entorno peligroso. Por lo anterior, 
apunta que, para erradicar la pobreza en todas sus vertientes, y en el mundo ente-
ro, es necesario comprenderla y medirla en todas sus manifestaciones.

De las posturas anteriores se desprenden diversas conceptualizaciones en rela-
ción con la pobreza, pero todas con un común denominador: la ausencia de servicios 
básicos, como la salud, la vivienda, el vestido y la alimentación, entre otros. Con 
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esto, podemos asegurar que no basta con medir o definir la pobreza por medio de 
los ingresos obtenidos por el individuo o por un grupo de ellos. Es conveniente con-
siderar toda una gama de rubros y características que están implícitas en el origen y 
la evolución de la pobreza. De igual modo, se puede considerar que la pobreza es re-
sultado de la violación de los derechos humanos, concebidos estos como la garantía 
de todo individuo para desarrollarse dignamente bajo el amparo del Estado.

Por lo anterior, cabría visualizar la pobreza desde un enfoque multidimensio-
nal. En este sentido, Ortiz y Ríos (2013) resaltan la importancia de medir la pobre-
za desde esa perspectiva, lo que implica la posibilidad de conocer los elementos 
que la afectan; incidir en alguno de estos permitiría abatir con mayor celeridad al 
resto. Para López (2007), el tema de la pobreza es complejo debido a su multidi-
mensionalidad y causalidad; señala que no hay un concepto único porque, en gran 
medida, se encuentran en función del enfoque de quien lo conceptualice.

Consideraciones asociadas entre el derecho de acceso a la 
información pública y la pobreza

Como parte fundamental para la comprensión de la relación propuesta, hemos 
expuesto los dos temas centrales. Ahora es necesario presentar algunas considera-
ciones rescatadas de diferentes autores, lo que nos permitirá ampliar el panorama. 
Existen coincidencias y posturas que abonan al debate del acceso a la información 
pública asociado a la pobreza.

El derecho de acceso a la información es aún desconocido por una gran parte 
de la sociedad, lo que implica una tarea adicional por parte del Estado. En este 
sentido, Luna (2012) sostiene que no todos tienen conocimiento de su derecho 
al acceso de información, al igual que desconocen de qué manera pueden ejer-
cerlo. Existen leyes más avanzadas que establecen la obligación de socializar y 
concienciar a la sociedad sobre este derecho por parte del Estado, lo que incluye 
incrementar su cobertura entre la población. Aunado a lo anterior, es necesario 
plantear la problemática del acceso a la información en la población en condición 
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de pobreza. Una ley no garantiza que se pueda dar este derecho, pues hay otros 
problemas de tipo cultural, de recursos, actitudes y habilidades, que potencialmente 
obstaculizan el acceso a la información.

Gutiérrez (2008) afirma que la pobreza y la desigualdad originan exclusión 
de los grupos más vulnerables para la toma de decisiones colectivas. No solo ca-
recen de satisfactores básicos, sino también de información fundamental sobre 
sus derechos y cómo hacerlos valer, por lo que quedan ante el dominio del poder 
público y privado. Por lo tanto, este autor considera que la información de la cual 
carecen estos grupos les sería útil para que conozcan los programas y los recursos 
gubernamentales a los cuales tienen derecho, lo que representaría una mejora en 
su calidad de vida.

La oac (2012) advierte en sus principios rectores que las personas que pade-
cen la pobreza carecen de información transcendental en relación con las decisio-
nes que afectan sus vidas. Lo anterior reduce de modo significativo sus ingresos y 
dificulta el acceso a servicios sociales, así como a las oportunidades de empleo, lo 
que los expone a la corrupción y la explotación. Por esto, el Estado tiene la obliga-
ción de proporcionar información sobre los servicios públicos con los que cuentan 
las personas en condición de pobreza, además de sus derechos. Asimismo, el Es-
tado debe garantizar que los individuos considerados pobres ejerzan su derecho a 
buscar, recibir y compartir información.

Para ampliar la discusión, Luna (2013) sostiene que, en el desarrollo, el de-
recho de acceso a la información juega un papel crucial para el empobrecimiento 
o la riqueza de las personas. Las instituciones públicas deben garantizar el acceso 
a esta información con el fin de que tenga impacto económico y político sobre la 
vida de los ciudadanos.

Por su parte, Gutiérrez (2008) expresa que diversas organizaciones de la so-
ciedad civil han hecho uso del ejercicio del derecho de acceso a la información, y se 
han encontrado con ciertas limitaciones que enfrentan las personas en condición 
de marginación; entre ellas, destacan que los mecanismos de acceso a la infor-
mación no son los adecuados para las personas marginadas. Por otra parte, el 
Estado no genera información de calidad, suficiente y relevante que responda 
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a los intereses de diversos sectores de la sociedad. Por último, el alto índice de 
desconfianza en el gobierno inhibe que la población ejerza su derecho.

Lo anterior se complica si se considera la pobreza informacional, entendida 
esta como la falta de elementos adicionales para una mejor comprensión y utilidad 
de la información. Luna (2012) afirma que el acceso a la información pública y la 
pobreza informacional tienen algo en común: el estudio del acceso de las personas 
a la información. La trascendencia de aplicar el enfoque de la pobreza informacio-
nal al campo del derecho de acceso a la información pública radica en la necesidad 
de que el Estado aplique reglas que atiendan la demanda y el aprovechamiento de 
la información, con la finalidad de generar riqueza informacional.

En otra de sus obras, Luna (2013) sostiene la urgencia de que la información 
pública adopte el tema de la pobreza para analizar detenidamente los problemas 
de las personas que se encuentran en esta condición, además de identificar sus 
necesidades en materia de información, con el objetivo de que esta se transforme 
en activos que les favorezcan, de ahí la conveniencia de que esa información sea 
producida, confeccionada y enfocada a las capacidades de este sector de la pobla-
ción, así como a los fines de la democracia y la justicia redistributiva.

Rodríguez, Pérez y López (2004) destacan la importancia de partir de una pre-
misa básica que dé apertura a la participación activa en el proceso de uso, difusión 
y gestión de la información, y en la que se considere como punto central la genera-
ción de información basada en las necesidades y las capacidades de los usuarios. De 
igual modo, se debe prever la existencia de infraestructura y recursos, de personal 
especializado y de que la información se encuentre disponible en las  lenguas loca-
les, además de promover la asociación a partir de intereses comunes y compartidos.

Utilidad de la información pública 
en el combate a la pobreza

Se ha escrito poco sobre la utilidad de la información pública como estrategia de 
combate a la pobreza, concebida como un recurso importante y de gran valor para 
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encontrar una ventana de oportunidad. En este sentido, Gutiérrez (2008) afirma 
que el acceso a la información aportaría elementos para demostrar social y políti-
camente que las políticas asistenciales son insuficientes para combatir la pobreza; 
esto aunado a que la información pública puede dar argumentos a la sociedad  
para que exija al gobierno que trate a la población como portadores de derechos y 
no como beneficiarios de la buena voluntad gubernamental; es decir, por medio de 
la información se les puede dotar de derechos políticos de sentido jurídico. 

Respecto al diseño, ejecución y evaluación de la política social, el acceso a la 
información pública abonará a la exigencia de que se consoliden acciones y re-
cursos que permitan mejorar las oportunidades de acceso a los derechos sociales, 
como la educación, la salud, la vivienda, la alimentación y el trabajo.

Luna (2013) señala la importancia de exigir servicios públicos por medio de polí-
ticas y leyes de transparencia y acceso a la información pública, con lo que se podrían 
identificar actos de corrupción e ineficacia en la prestación de esos servicios. En este 
sentido, Pandey y Kaufmann (s.f., citado en Luna, 2013) sostienen que ya se ha 
demostrado que las políticas extrainstitucionales de transparencia pueden hacer 
la diferencia en la prestación de servicios. Estos autores llegaron a la conclusión 
de que informar sobre los derechos con los que cuentan y cómo ejercerlos puede 
impactar a los beneficiarios al momento en que se les otorgan. De igual modo, 
sirve para brindar información sobre programas sociales y, a su vez, monitorear 
su cumplimiento, lo que coadyuva a la evaluación de la calidad de los servicios 
públicos y los programas de desarrollo social.

La organización del Artículo 19 (2017) sostiene que el derecho de acceso a 
la información permite a las personas disfrutar mejor de sus derechos sociales, 
civiles, económicos, políticos y culturales, pues, en la medida en que se les per-
mita estar informados, tienen la oportunidad de elegir. Esto tiene implicaciones 
para los individuos y los grupos de la sociedad, desde gozar de servicios básicos 
como salud, educación, vivienda y trabajo, hasta la participación en la vida pú-
blica y política.

Para Gutiérrez (2008), el hecho de que los individuos se empoderen significa 
que pasen de ser sujetos pasivos, en espera de lo que el gobierno quiera darles, 
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a ser sujetos activos, poseedores de derechos reconocidos jurídicamente, con el 
respectivo reconocimiento de su poder frente al Estado. Por lo anterior, el acceso 
a la información pública dota de herramientas a los individuos que les facilitan 
conocer el funcionamiento del gobierno, sus obligaciones, los programas con los 
que cuenta y los derechos inherentes a los ciudadanos para exigir al Estado que 
cumpla con sus obligaciones.

Planteamientos en torno a la información 
pública enfocados a la pobreza

Estudiosos en la materia han hecho algunas consideraciones que podrían tomarse 
en cuenta para fortalecer el derecho de acceso a la información pública, y ser esti-
madas por el Estado, que es el principal responsable de velar por el cumplimiento 
de este derecho, sobre todo cuando se abre la posibilidad de darle utilidad en el 
combate a la pobreza como una estrategia que contribuya a su reducción.

Al respecto, Luna (2013) indica que la transparencia y el acceso a la infor-
mación pública podrían tener un impacto positivo en el desarrollo social si son 
orientados para fortalecer las capacidades de las personas en situación de pobre-
za, y se complementan con políticas encaminadas al combate contra la pobreza 
informacional; esto ayudaría a garantizar el pleno acceso a la información gene-
rada por el Estado. Por su parte, Rodríguez et al. (2004) destacan la relevancia de 
contar con un enfoque metodológico que sea interdisciplinario y sistemático, que 
permita una definición de las necesidades de información para resolver proble-
mas complejos como el hambre y la pobreza. También es necesario comprender 
el aspecto estratégico de la información con el fin de guiar proyectos y programas 
que incidan en las causas del hambre para reducir el número de personas en 
condición de pobreza.

Luna (2012) sugiere incorporar la orientación sociológica de la información 
pública como un componente normativo de la vida humana, lo cual debe ser consi-
derado por las leyes en la materia. El propósito de esto es generar un debate sobre 
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la obligatoriedad del Estado para garantizar el acceso a la información pública, 
además de su responsabilidad para que esta se centre en la satisfacción de las ca-
pacidades humanas, pero en específico de las personas que viven en una situación 
más crítica de pobreza. 

Luna agrega que la información pública se encuentra mayormente disponible 
en internet, razón por la cual no es accesible para las minorías marginadas. Aquí 
radica la importancia de reunir esfuerzos para extender el acceso a la información 
a este grupo de la población para que también pueda ejercer sus derechos. Luna 
añade que es imperativo que el Estado publicite la información en medios dis-
ponibles sin intervenir en su acceso intelectual y social, es decir, sin incidir en la 
utilidad de esa información.

López (2015), por su parte, sostiene que el principio de máxima publicidad 
tiene consecuencias mayores; si se pretende maximizar la utilidad social de la infor-
mación al interior de las organizaciones gubernamentales, es necesario contar con 
una política encaminada a dotar de sentido, orden y utilidad a la información mane-
jada por el gobierno. Lo anterior supone un total replanteamiento sobre la manera 
en la que el gobierno compila, administra, usa, conserva y, en su caso, destruye la 
información.

En relación con lo anterior, Luna (2012) destaca la necesidad de orientar las 
políticas garantes de acceso a la información a las personas que se encuentren en 
condiciones de pobreza, con la ayuda de herramientas que en realidad forjen rique-
za informacional; por ejemplo, al analizar las necesidades de información de estos 
sectores de la población antes de publicitarlas, y al consolidar su acceso físico, 
social e intelectual.

Para Rosales (2013), la difusión social sobre el derecho de acceso a la informa-
ción debe fortalecerse, ya que es desconocido socialmente. El autor hace hincapié en 
que la consolidación de este derecho implica un paso más hacia la consagración del 
sistema democrático nacional. Este derecho es de enorme valor, ya que estimula la 
edificación de sociedades más justas, equitativas y corresponsables sobre la ges-
tión de asuntos de carácter público, lo que fortalece el patrimonio social, así como 
una vida democrática más robusta en el país.
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En relación con el combate a la pobreza, el Coneval (2017) refiere algunos 
retos que quedan pendientes, como alcanzar un ritmo de crecimiento económi-
co elevado y sostenido, y favorecer el ejercicio pleno de los derechos sociales; así 
como derrocar las desigualdades regionales y entre los grupos de población, ade-
más de reducir la inflación a niveles anteriores a 2017.

Según Ceballos (2010), cobra especial importancia la relación entre el acceso 
a la información, sus beneficios y la participación ciudadana. Este último es un 
mecanismo que favorece la solución de problemas del orden colectivo, ya que solo 
se puede ser parte de la solución mientras haya ciudadanos informados que, a su 
vez, formen parte de la discusión.

En consecuencia, si consideramos el acceso a la información como una polí-
tica pública de esta naturaleza, entonces habría que definir las políticas públicas 
frente a la pobreza como el conjunto de programas, instituciones, normas y accio-
nes enfocados a la población en condición de pobreza o vulnerabilidad social, y 
relacionados con el ejercicio de derechos económicos y sociales, como lo propone 
la acfp (2017).

Por lo anterior, antes de implementar estas políticas, hay que considerar los 
siguientes criterios: la institucionalidad, que requiere documentos normativos y 
presupuesto, así como reportes en cuenta pública e información básica con dispo-
nibilidad al público; el diseño, en el cual es necesario definir el problema público, 
además de su objetivo, la población potencial y la manera en la que se identificará 
para incluirla; el alcance, la cobertura de población que pretende alcanzar y el plan 
gradual que la incluya en un período razonable; y la implementación, donde la 
documentación de resultados sustantivos admita suponer el impacto favorable en 
el problema público, en consistencia con el objetivo a alcanzar.

Resultados

Tras el análisis de las propuestas de los diversos autores, advertimos que la asocia-
ción de los dos rubros estudiados ha sido poco explorada. Existen innumerables 
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aportes sobre la pobreza desde distintos enfoques y datos oficiales que permiten 
una mejor comprensión sobre esta situación padecida por millones de seres hu-
manos. Podemos considerar la incapacidad de satisfacer las necesidades básicas 
como el elemento fundamental para sumirse en ese estado. Si bien es cierto que 
las necesidades pueden variar (depende del nivel de vida al que se esté acostum-
brado), la alimentación, el vestido, la vivienda digna, la educación y el acceso a la 
salud representan elementos indispensables para subsistir, lo que se traduce en 
necesidades universales para cualquier ser humano.

El acceso a la información pública ha transitado, poco a poco, de ser un de-
recho muerto a uno que se puede exigir con todas las prerrogativas de ley, lo cual 
queda manifestado en su evolución histórica y en las propias garantías estableci-
das en las normativas federales y locales. Actualmente, cualquier ciudadano, sin 
tener que acreditar interés alguno, puede solicitar información generada y admi-
nistrada por el Estado, lo que incluye desde el directorio telefónico hasta el destino 
de los recursos públicos, esto bajo un régimen de excepciones.

La sociedad transita hacia una etapa de exigencia cada vez mayor, y el de-
recho de acceso a la información no es la excepción, ya que este podría, gradual-
mente, satisfacer las necesidades ya expuestas e intentar disminuir la pobreza o, 
al menos, no incrementarla. 

La socialización del acceso a la información por medio de herramientas tec-
nológicas se postula como una opción para familiarizar a la población en situación 
de pobreza con su derecho a estar informado. Es cierto que el internet es la prin-
cipal vía para publicitar la información producida por el gobierno, lo que limita 
su acceso a quienes no cuentan con este servicio, por lo que, es prioritario ofrecer 
alternativas que faciliten el acceso a esta información. 

Será necesario también analizar, determinar e implementar los mecanismos 
idóneos para proveer de información a este sector desfavorecido de la sociedad, 
con la intención de que encuentre su utilidad social con el objetivo de enfrentar, 
en la medida de lo posible, los problemas que lo aquejan.
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Discusión

A partir de la poca exploración sobre la asociación de los temas propuestos, nos 
encontramos ante una coincidencia en torno a la necesidad de recabar la informa-
ción generada por el Estado para mejorar las condiciones básicas de la vida. Una 
vez que identifiquemos el entorno de la pobreza, será más fácil comprenderla y 
combatirla a través de distintos flancos, como el acceso a la información pública. 

Los postulados con otros autores son coincidentes, lo que fortalece la idea 
central de establecer y encaminar el acceso a la información pública como una 
vía esencial para contribuir al combate de las carencias que aquejan al sector más 
desprotegido de la sociedad, por medio de mecanismos definidos a pulcritud y 
seriedad. Si bien no representa una tarea menor o fácil, se puede contribuir de 
manera significativa a un ambiente que resulte más propicio para el logro de este 
objeto de estudio.

Las ventanas de oportunidad son extensas, el análisis y las propuestas que 
pueden surgir se proyectan como amplias y diversas. Nos encontramos con un 
campo de acción que permite presentar resultados sobre las consideraciones aso-
ciadas entre ambos temas. Las dificultades que podemos enfrentar son las limi-
taciones de la bibliografía disponible en el área científica, lo que se transforma en 
un área de oportunidad para brindar nuevas propuestas, que sean producto del 
análisis concreto y del diseño de alternativas de solución a este caso específico.

Consideraciones finales

Vista como un fenómeno multidimensional, resulta necesario valorar la pobreza 
desde diversas perspectivas. No es lo mismo apreciarla desde la perspectiva de 
alguna persona o grupo que la padece, que analizarla desde el campo de la inves-
tigación. Independientemente de esto, se requieren planteamientos y soluciones 
específicas que abonen al combate de la pobreza, lo que abrirá un espacio de opor-
tunidad a este sector de la sociedad.
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Quienes se encuentran en una situación de pobreza arrastran consigo la au-
sencia de derechos, los cuales deberían gozar de manera plena, como el de la edu-
cación, la salud, el alimento, el trabajo, entre otros, sin ningún tipo de restricción 
o condicionamiento, derechos que el Estado debe garantizar a la sociedad en su 
conjunto. 

Para estar en condiciones de acceder a los derechos comentados, se deman-
da la capacidad absoluta del gobierno en sus diversas áreas, desde la infraestruc-
tura, los recursos económicos y el personal adecuado, entre otras. También es 
necesario contar con una sociedad informada que esté enterada de los servicios 
que ofrecen las instituciones públicas. Existe toda una gama de beneficios de los 
cuales puede gozar cualquier ciudadano por parte del Estado y que, por descono-
cimiento, no logra acceder a estos. Lo anterior se agrava cuando alguien no sabe 
leer o no tiene los medios para enterarse de los servicios de carácter público y, en 
muchos casos, gratuitos.

Con esta asociación, se propone socializar el derecho de acceso a la informa-
ción pública como una estrategia de combate a la pobreza, en el entendido de que 
no se aspira a erradicarla con esto, pues lograrlo requiere mayores acciones. Por 
ejemplo, la sociedad debe estar enterada que puede acceder a servicios médicos 
de calidad y gratuitos, o bien, que cualquier niño puede y debe obtener educación 
escolar sin que los padres tengan que encargarse del costo.

Pensar en la socialización del acceso a la información pública como una so-
lución práctica para erradicar la pobreza resulta inconcebible, por lo que postular 
este derecho como una de las vías para reducir este fenómeno se presenta como 
una opción. Es necesario proporcionarle el enfoque social a la asociación propues-
ta sobre los temas en estudio, sin suponer que se dará una resolución absoluta.

El derecho de acceso a la información pública ha experimentado considerables 
avances, no solo en su marco jurídico, sino también en las instituciones que están 
obligadas a su cumplimiento; sin embargo, existe una enorme tarea pendiente en 
torno a su socialización, ya que cobra la misma importancia que cualquier otro dere-
cho, por lo que queda como una deuda aún sin saldar por completo con la sociedad, 
en especial con quienes sufren la pobreza, y una labor que debe continuar.
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capÍtulo 3

tRanspaRencia en la publicidad oficial1

Brenda Rosario Luna Chávez

Introducción

La publicidad es portadora de discursos sociales de trascendencia que operan 
en diversas dimensiones de la vida colectiva. La consistente “oligopolización” 
de la economía se ha acompañado de la expansión de la publicidad; esta prác-
tica es un instrumento de actuación de las instituciones públicas, utilizada no 
solo para el cumplimiento de sus responsabilidades sociales y administrativas, 
sino también como herramienta para mantener y reproducir el statu quo, así 
como para ejercer presión en los medios de comunicación, donde el dinero in-
vertido es un constante tema de debate por los elevados costos de las campañas 
publicitarias. 

1 Este capítulo parte del análisis realizado a la tesis Construcción de significados sobre cultura en la 
publicidad institucional. El caso de la Secretaría de Cultura del Estado de Jalisco (Luna, 2019).
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La publicidad oficial

Hace diez años, el expresidente Nicolás Sarkozy solicitó a los integrantes de su par-
tido analizar la comunicación que los gobiernos de otros países llevaban a cabo para 
hacer frente a la crisis económica. El trabajo que realizaron evaluaba y recopilaba las 
acciones mediante las cuales los gobiernos informaban a los ciudadanos sobre la for-
ma en la que que atendían la situación desde el sector público. Los mensajes que se 
difundían mostraban indicadores económicos o presentaban medidas específicas; 
además organizaban reuniones con empresarios, sindicatos, banqueros o, incluso, 
encuentros con otros presidentes, entre otras acciones (Canel & Sanders, 2010).

Con el ejemplo anterior procuramos explicar que la administración pública 
requiere y utiliza la publicidad para legitimar sus decisiones, así como para crear 
sentido sobre formas de coexistencia colectiva. Según Cortés (2009), “los Estados 
existen en tanto y cuanto se perciben a través de sus símbolos” (p. 370); este per-
manente ejercicio de “publicitar” es considerado un instrumento relevante de la 
administración pública (Sabaté, 1997).

A la publicidad oficial se le ha asignado, fundamentalmente, la producción 
de dos distintos tipos de contenidos: por un lado, la que, desde los intereses de 
la instancia enunciadora, es necesaria para los ciudadanos y ofrece información 
coyuntural o permanente; y por otro, la que tiene el objetivo de educar mediante el 
fomento de los valores, las responsabilidades y las actitudes cívicas (Luna, 2018). 
De ahí surge nuestro interés de investigar, desde una mirada crítica-analítica, el 
uso, la distribución y el gasto en publicidad oficial.

Es importante mencionar que no todas las campañas de publicidad oficial 
tienen los mismos fines. Cortés (2008) señala que este tipo de publicidad, la que 
se realiza desde la administración pública, acentúa el componente de interés 
social, y puntualiza que puede enmarcarse dentro de diversos tipos: publicidad 
educativo-social, comercial, electoralista e informativa.

La publicidad educativo-social se vincula con las funciones sociales y for-
mativas del Estado; son las campañas publicitarias mediante las cuales se difun-
den valores, deberes, responsabilidades y derechos. Por su parte, las campañas 



67

Capítulo 3 ǀ Transparencia en la publicidad oficial

comerciales se encargan de difundir aspectos positivos del territorio, por ejemplo, 
atraer nuevos mercados. Las campañas electoralistas hacen propaganda a favor 
de un partido político y se efectúan solo en función del proceso electoral y la con-
quista de posiciones de poder. Por último, las campañas informativas se orientan, 
primordialmente, a informar a los ciudadanos sobre procesos administrativos; 
algunos ejemplos son las campañas recreativas, deportivas, de protección civil, 
salud, movilidad y cultura (Luna, 2018).

Así pues, la publicidad oficial es la que emprenden las administraciones pú-
blicas en los diferentes niveles de gobierno a través de medios y plataformas de 
comunicación, con la finalidad de informar, educar y persuadir positivamente a 
los ciudadanos. Este tipo de publicidad contribuye a la construcción y a la legiti-
mación de la imagen pública de las instituciones (Luna, 2018).

La publicidad oficial y el ejercicio de transparentar 

En la actualidad, la publicidad oficial en México se maneja como un engranaje 
operativo y simbólico de programas sociales que buscan informar sobre derechos 
y promover actividades saludables, combatir la exclusión social y dinamizar el tu-
rismo regional. Mediante la difusión de contenidos de amplia diversidad y calidad, 
las instituciones de la administración pública buscan que la calidad de vida de los 
ciudadanos sea mejor; además, dicen fomentar el diálogo y la cohesión social, al 
compartir una visión de los asuntos que interesan a sus objetivos institucionales 
(Luna, 2018).

Los contenidos sobre publicidad logran mayor protagonismo en los medios 
como resultado del financiamiento que reciben; son numerosos los cuestiona-
mientos sobre los elevados costos de la mayoría de las campañas publicitarias, su 
contenido ideológico-partidista y la falta de transparencia que existe en torno al 
tema (Luna, 2018).

Hasta ahora es difícil comprobar que los aumentos en la partida de comunica-
ción y publicidad oficial en los estados (y a nivel federal) mejoran el cumplimiento de 
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los objetivos que plantean; sin embargo, es un hecho que, en los últimos sexenios, la 
tendencia en los incrementos del presupuesto ejercido en esta materia se ha manteni-
do constantemente en aumento. La Auditoría Superior de la Federación reveló que en 
la administración del expresidente Enrique Peña Nieto (2012-2018) se hizo un gasto 
millonario, un sobregasto del presupuesto de dos billones de pesos, es decir, 7% más 
sobre lo que le fue autorizado por la Cámara de Diputados durante todo el sexenio.

El mayor sobregasto ocurrió en 2016, cuando se rebasó el 12% sobre lo autori-
zado, que eran 4.8 billones, y el gobierno gastó 5.4 billones de pesos. En promedio, 
cada año el gasto rebasó su presupuesto en 6.7%; entre las dependencias que se 
excedieron en el gasto están la Oficina de la Presidencia, con un sobregasto del 
61%; la Secretaría de Turismo, con un 52%; la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
con un 33%; y la Secretaría de Hacienda, con un 30%.

No solo a nivel federal el incremento en el gasto en publicidad se ha mantenido 
constante, en los estados la situación no dista mucho de ser diferente: en 2017, el Go-
bierno de Jalisco invirtió en publicidad oficial 290 024 000 pesos, según datos de la 
Secretaría de la Función Pública, dados a conocer por la organización, Artículo 19, en 
su informe “Medios: la censura sutil de la publicidad oficial” el 20 de marzo de 2018. 
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Gráfica. Presupuesto aprobado y ejercido en publicidad oficial en Jalisco.
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69

Capítulo 3 ǀ Transparencia en la publicidad oficial

El presupuesto de comunicación social autorizado en 2018 fue de 266 millo-
nes de pesos para la administración de Aristóteles Sandoval, y para la de Enrique 
Alfaro Ramírez (2018-2024) se presupuestaron 240 millones de pesos para el ca-
lendario 2019. Aunque en lo calculado parecen tomarse medidas en el asunto, la 
realidad es que, en lo ejercido, muchas veces los recursos públicos sobrepasan de 
manera alarmante. El contexto actual requiere un análisis profundo para estable-
cer reglas que no permitan el uso arbitrario y poco transparente de los recursos 
públicos a nivel federal y estatal.

La sutil censura de la publicidad oficial

En la actualidad, uno de los principales medios de censura indirecta o sutil en me-
dios de comunicación es la publicidad oficial. La censura sutil puede tomar varias 
formas, desde chantajes a través de contratos de publicidad, hasta la asignación 
de concesiones del espectro radioeléctrico. La relación entre medios y gobierno ha 
formado redes, las cuales han derivado en una serie de formas de corrupción, como 
abuso de funciones, desvío de recursos, atribuciones públicas y tráfico de influen-
cias. Resulta difícil tanto comprobar la relación directa entre medios y gobierno, 
como evidenciar este tipo de censura. Lo grave en esta situación es que algunos 
medios solo dependen del dinero asignado a través de la publicidad para subsistir. 

En la administración del expresidente Enrique Peña Nieto, siete medios de 
comunicación (TV Azteca, Grupo Imagen, Grupo Televisa, Grupo Fórmula, Or-
ganización Editorial Mexicana, El Universal y Grupo Milenio) obtuvieron casi la 
mitad de lo presupuestado para este fin; del total de dinero público, se les destinó 
el 47.6% (Badillo, 2019).

A pesar de que en el artículo 13.3 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos se establece que “los Estados no podrán hacer uso de los mecanismos de 
censura indirecta, como controles sobre los medios de comunicación”, una censu-
ra sutil puede ser implementada de distintas maneras; como quedó evidenciada, 
por ejemplo, en el caso de la periodista Carmen Aristegui, cuando fue destituida 
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de la empresa mvs Radio por investigar la “Casa Blanca”, tema que implicaba un 
evidente conflicto de intereses con el entonces presidente. En este sentido, la falta 
de límites en el gasto en publicidad oficial deja abierta la ventana a la creación de 
condiciones para que el poder político capture la agenda de información, así como la 
calidad y el tipo de información que reciben los ciudadanos. 

Algunas organizaciones y asociaciones, como la Campaña Global por la Liber-
tad de Expresión, ac (Artículo 19),2 desarrollan estrategias encaminadas a promo-
ver la libertad de expresión, prensa y acceso a la información. Unos de los actos 
que ha reclamado la asociación sobre el tema de publicidad oficial es la omisión 
de expedir la ley reglamentaria del párrafo octavo del artículo 134 constitucional. 

El arduo trabajo que ha realizado esta organización se vio reflejado el 15 de 
noviembre de 2017, fecha en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación conce-
dió un amparo a la Campaña Global por la Libertad de Expresión, ac, que señala:

La ausencia de reglas claras y transparentes sobre asignación del gasto en 
comunicación social –como resultado de la omisión legislativa que reclama la 
quejosa– da lugar a un estado de cosas inconstitucional que vulnera la liber-
tad de expresión en su dimensión colectiva y también se traduce en una clara 
afectación a la dimensión individual de la libertad de expresión de la quejosa. 
La ausencia de la regulación en cuestión propicia un ejercicio arbitrario del 
presupuesto en materia de comunicación social, lo cual constituye un meca-
nismo de restricción o limitación indirecta de la libertad de expresión, clara-
mente proscrito por la Constitución (amparo en revisión 1359/2015). 

Lo anterior obligó al Congreso de la Unión a trabajar en la ley reglamentaria 
del párrafo octavo del artículo 134 constitucional. Se esperaba que con la apro-
bación en abril de 2018 de la Ley de Comunicación Gubernamental, conocida 
también como la “ley chayote”,3 se atendieran temas como la transparencia en los 

2 La organización fue constituida el 13 de febrero de 2008, su objetivo es promover la investigación, 
el análisis, la enseñanza y la defensa de los derechos humanos, así como los derechos a la libertad de 
expresión, prensa e información. 
3 En referencia a aquel periodista que suele expresar opiniones a favor del gobierno en turno.
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contratos, se establecieran límites claros en el gasto y en la distribución equitativa 
y lógica de los recursos públicos; sin embargo, esto no fue así, ya que hubo varias 
omisiones legislativas que no solucionaron el problema de fondo, para evitar la falta 
de transparencia y controlar las líneas editoriales de medios de comunicación; por el 
contrario, se legalizaron las malas prácticas. Esta ley, además, no incluye ninguna 
de las recomendaciones propuestas por la sociedad civil. La realidad es que hay 
una legislación gracias a un amparo, y no porque hubiera voluntad política.

Ante el cúmulo de problemas que dejaba sin resolver la ley chayote, el colec-
tivo #MediosLibres trabajó en una iniciativa que cumpliera con los puntos y linea-
mientos que debería tener una legislación que en verdad regulara la publicidad 
oficial. Los objetivos de esta ley se establecen en su artículo 5:

a) Garantizar el derecho a la información y el ejercicio de los derechos huma-
nos y la participación ciudadana. 

b) Garantizar la libertad de expresión y la pluralidad informativa.
c) Asegurar que las pautas publicitarias lleguen eficazmente al público obje-

tivo y sean de carácter institucional con fines informativos, educativos o de 
orientación social.

d) Asegurar el respeto a los topes presupuestales.
e) Garantizar la transparencia en el ejercicio de los recursos públicos para la 

contratación y la gestión de la publicidad oficial.
f) Evitar que la publicidad oficial se convierta en un instrumento para censu-

rar, castigar o premiar a medios de comunicación por sus líneas editoriales. 
g) Definir criterios claros, objetivos y transparentes de la asignación de la pu-

blicidad oficial.
h) Establecer mecanismos para garantizar el cumplimiento y la efectiva apli-

cación de sanciones o medidas de apremio.
i) Establecer contrapesos al ejercicio centralizado de la publicidad oficial a 

través de un rol activo del inai para garantizar el derecho a la información. 
j) Impulsar el pluralismo con la creación de un fondo de fomento a la plura-

lidad, investigación y capacitación a periodistas (artículo 19, 2018, p. 5).
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Uno de los temas que resalta en esta propuesta es, justamente, el de la plura-
lidad y equidad. Se propone, dentro de la iniciativa, que el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (inai) sea 
el organismo encargado de vigilar la administración de la publicidad oficial; algunas 
de sus tareas serían: la elaboración del padrón nacional de medios de comunicación, 
la evaluación de la publicidad oficial, la revisión de la plataforma nacional de pro-
veedores y el seguimiento a las quejas por el mal uso de la publicidad oficial. 

Asimismo, ya que la ley debe indicar los límites presupuestarios, se propone 
que el presupuesto a publicidad no exceda del 0.05% y, para regular los sobreejer-
cicios, se busca que las modificaciones presupuestarias en cuanto a la ampliación 
de recursos puedan ser hasta máximo del 10% (artículo 19, 2018).

Publicidad abierta 

Actualmente, no existe un debate para regular la publicidad oficial; asimismo, aún 
no se definen los criterios o lineamientos para su asignación y distribución, lo que 
ha agravado la crisis de legitimidad de las instituciones públicas y continúa vician-
do la relación de medios de comunicación y gobiernos.

El 15 de noviembre de 2017, el inai, Fundar y varias organizaciones de la sociedad 
civil, lanzaron la campaña #PublicidadAbierta, cuyo objetivo era invitar a los gobier-
nos y demás sujetos obligados a implementar la herramienta “Transparencia en Pu-
blicidad Oficial”, con la finalidad de que gestionaran y transparentaran el gasto en este 
rubro, como lo indica la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (lgtaip). Esta herramienta responde a la necesidad de contar con mecanis-
mos de control para el manejo del dinero público, y muestra el desglose detallado 
y comprensible del gasto en publicidad oficial. Algunas de sus características son:

• Gestión y registro de las campañas, erogaciones y material multimedia.
• Descarga de información en diferentes formatos.
• Análisis de la información a través de gráficos interactivos.
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• Detalle de los registros de proveedores (radio, televisión, internet, medios 
impresos, etcétera).

• Desarrollo en código abierto para su libre y fácil manejo.

Esta herramienta era una oportunidad importante para lograr la transparen-
cia y la rendición de cuentas, disminuir las malas prácticas, principalmente entre 
medios y gobierno, y cambiar el panorama tan viciado en esta materia. La he-
rramienta puede facilitar que los gobiernos cumplan la promesa de campaña del 
expresidente Enrique Peña Nieto: crear una instancia autónoma que supervise la 
contratación de publicidad en todas las instituciones públicas, incluidos gobiernos 
estatales y municipales, con base en los principios de transparencia, libertad pe-
riodística y acceso a la información. 

La propuesta de publicidad abierta brinda a la ciudadanía una oportuni-
dad importante para que conozca de manera sencilla cómo y cuánto se gasta y a 
quiénes se le asigna publicidad oficial.4 La plataforma constituye una herramien-
ta de rendición de cuentas a la que deberán sumarse todas las administraciones 
públicas; ya que hasta ahora solo se puede consultar información relacionada con 
el gasto en la administración federal, y no está completa. Esta herramienta es un 
gran esfuerzo que aparentemente ha quedado estancado. 

Las nuevas reglas

El gobierno actual presentó, en abril de 2018, un acuerdo sobre la política de co-
municación social del Gobierno federal, en el que propone una reducción en el 
presupuesto del 50% en publicidad oficial, así como no superar en ningún ejerci-
cio fiscal el 0.1% de lo presupuestado. Para 2019, se autorizaron para este fin 4 711 
millones de pesos, esto es, tres mil millones de pesos menos que lo ejercido duran-
te el último año de Enrique Peña Nieto. La política también considera lo siguiente:

4 La herramienta se encuentra disponible en: www.publicidadoficial.inai.org.mx
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• Ningún medio de comunicación deberá concentrar más del 25% de la totali-
dad de la publicidad de una campaña.

• Los medios públicos serán privilegiados.
• Utilización de los tiempos oficiales.
• No se hará una renegociación de tarifas publicitarias.

En la actual administración federal se comienzan a observar algunos signos 
de transparencia; la propuesta del actual presidente Andrés Manuel López Obra-
dor suena coherente, en el sentido de que puede ayudar a disminuir evidente-
mente el gasto en esta materia; no obstante, el verdadero trabajo se centra en el 
ejercicio de los recursos públicos, porque, con frecuencia, como en el caso de las 
administraciones anteriores, lo presupuestado siempre puede superarse.

En esta línea, el tema de los portales de transparencia en publicidad oficial en 
algunos estados ha contribuido a dar claridad a los recursos etiquetados para este 
rubro, aunque el control lo mantiene el Estado; se transparenta la información, 
pero no se ha corregido el error de fondo.

Al final, lo que está haciendo el gobierno actual es cumplir con lo que año 
tras año se hacía en la Secretaría de Gobernación: publicar los lineamientos sobre 
publicidad oficial cada inicio de año, es decir, son ellos quienes toman las decisio-
nes más importantes en relación con el tema, y aunque las organizaciones civiles 
también han contribuido a que el ejercicio de los recursos en publicidad sea más 
transparente, lamentablemente, sus propuestas pocas veces son atendidas por el 
Congreso de la Unión.

Hasta ahora se han puesto en práctica medidas para limitar la concentración, 
pero sigue habiendo muchas excepciones. No se ha dado un paso firme que lleve 
a una asignación y distribución de publicidad oficial por parte del Estado. Hay 
algunas propuestas para reducir el gasto, pero no hay avances en la relación entre 
medios de comunicación y gobierno. La razón principal de esto es que con la ley 
chayote se dotó de poder legal a las peores prácticas en la materia.
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Malas prácticas

El tema de transparencia en la asignación y distribución de publicidad oficial a 
medios de comunicación resurgió en el primer semestre de 2019 con la publi-
cación de una lista que hace referencia a periodistas y medios de comunicación 
que se beneficiaron con recursos públicos durante el gobierno del expresidente 
Enrique Peña Nieto. La lista muestra la opacidad del gasto, pero también coloca 
de nuevo en la mira la tarea pendiente de la regulación; esta no es más que el re-
sultado de una larga historia de opacidad y falta de transparencia que evidencia 
quiénes son los medios y periodistas que han recibido recursos públicos.

El inai, bajo petición pública, solicitó información sobre las personas físicas 
y morales que recibieron recursos económicos o contratos durante el período 
2012-2019 por concepto de publicidad. El 22 de mayo esta información fue pro-
porcionada por la Unidad de Enlace de Transparencia de la Oficina de la Presiden-
cia de la República. El inai procedió a revisarla con el propósito de crear un censo 
claro (La Jornada, 23 de mayo, 2019). 

El monto entregado en recursos públicos a los periodistas fue de 1 081 715 991 
pesos, entre gastos de publicidad, comunicación y “otros servicios”. La lista difun-
dida en medios contiene el nombre del comunicador, la razón social por la que 
recibió los recursos y el monto pagado.

Toda entrega de dinero a cambio de publicidad oficial se considera un privile-
gio, porque no hay reglas para abatir la discrecionalidad e imparcialidad. Después 
de que se diera a conocer la lista, algunos de los señalados aseguraron que estos 
pagos están apegados a la ley, otros negaron haber recibido dinero, mientras que  
unos más afirmaron que se trataba de infamias. 

La realidad es que en esto se deja de lado el objetivo de la publicidad oficial: 
mantener informados, educar y persuadir positivamente a los ciudadanos; pues 
parece que solo se busca legitimar la actuación del gobierno en turno.



76

Reflexiones en materia de transparencia

Ta
bl

a 
1.

 Im
po

rt
es

 p
ag

ad
os

 a
 p

er
so

na
s f

ísi
ca

s p
or

 co
nc

ep
to

 d
e g

as
to

 d
e c

om
un

ic
ac

ió
n 

y 
ot

ro
s s

er
vi

ci
os

, 2
01

3-
20

18

N
úm

.
P

er
io

di
st

a
D

en
om

in
ac

ió
n 

o 
ra

zó
n 

so
ci

al
To

ta
l

20
13

 - 
20

18
P

ub
li

ci
da

d
O

tr
os

 s
er

vi
ci

os

1
Be

at
ri

z P
ag

es
Ed

ito
ri

al
 C

ru
za

da
, s

a 
de

 c
v

57
 2

04
 3

46
.4

2
57

 19
1 8

86
.4

2
12

 4
60

.0
0

2
R

ic
ar

do
 R

oc
ha

r
r

r
 C

om
un

ic
ac

io
ne

s,
 sa

 d
e 

cv

4 
62

8 
58

3.
36

2 
 14

7 
 10

1.
56

0

Jr
 S

er
vi

ci
os

 d
e 

In
fo

rm
ac

ió
n 

y 
Co

m
un

ic
ac

ió
n,

 sc
2 

48
1 4

81
.8

0
0

3
R

ic
ar

do
 A

le
m

án
Co

m
un

íc
al

o,
 sa

 d
e 

cv
25

 8
51

 10
9.

89
25

 2
39

 6
70

.1
9

61
1 4

39
.7

0

4
R

ay
m

un
do

 
R

iv
ap

al
ac

io
Es

tr
ic

ta
m

en
te

 D
ig

ita
l, 

sc
31

 13
8 

70
3.

83
31

 13
8 

70
3.

83
0

5
R

af
ae

l C
ar

do
na

Lu
ga

r C
om

ún
, s

a 
de

 c
v

15
 8

14
 2

65
.1

2
15

 8
14

 2
65

.1
2

0

6
Pa

ol
a 

R
oj

as
pr

h
 C

om
un

ic
ac

ió
n,

 sa
 d

e 
cv

6 
00

7 
24

6.
74

6 
00

7 
24

6.
74

0

7
Pa

bl
o 

H
ir

ia
rt

Co
m

un
ic

ac
ió

n 
Ex

te
ns

a,
 sc

22
 14

9 
94

2.
09

22
 14

9 
94

2.
09

0

8
O

sc
ar

 M
ar

io
 B

et
et

a
Co

m
en

ta
ri

st
as

 y
 A

so
ci

ad
os

, s
c

74
 5

71
 10

0.
87

74
 5

71
 10

0.
87

0

9
M

ar
u 

R
oj

as
O

bs
er

va
ci

ón
 y

 C
re

ac
ió

n 
de

 M
ed

io
s (

o
cm

), 
sa

 d
e 

cv
9 

55
4 

90
3.

21
9 

55
4 

90
3.

21
0

10
M

ar
th

a 
D

eb
ay

le
Bb

m
un

do
 D

ir
ec

t, 
sa

 d
e 

cv
8 

12
3 

74
7.

03
8 

12
3 

74
7.

03
0

11
M

ar
co

 A
nt

on
io

 M
ar

es
M

ar
co

 A
nt

on
io

 M
ar

es
 G

ar
cí

a 
7 

02
1 8

39
.7

9
7 

02
1 8

39
.7

9
0

12
M

ar
ía

 Y
az

m
ín

 
Al

es
sa

nd
ri

ni
M

ar
ía

 Y
az

m
ín

 A
le

ss
an

dr
in

i M
or

al
es

4 
28

9 
78

9.
73

2 
82

8 
33

2.
51

1 4
61

 4
57

.2
2



77

Capítulo 3 ǀ Transparencia en la publicidad oficial

N
úm

.
P

er
io

di
st

a
D

en
om

in
ac

ió
n 

o 
ra

zó
n 

so
ci

al
To

ta
l

20
13

 - 
20

18
P

ub
li

ci
da

d
O

tr
os

 s
er

vi
ci

os

13
En

ri
qu

e 
K

ra
uz

e

Ed
ito

ri
al

 C
lio

, L
ib

ro
s y

 V
id

eo
s,

 sa
 d

e 
cv

 /
 

M
éx

ic
o 

Si
gl

o 
X

X
14

4 
08

0 
99

5.
09

58
 8

94
 8

08
.7

7
45

 11
0 

97
8.

13

Ed
ito

ri
al

 V
ue

lta
, s

a 
de

 c
v 

/R
ev

is
ta

 L
et

ra
s 

Li
br

es
28

 5
07

 5
08

.1
9

11
 5

67
 7

00
.0

0

14
Jo

rg
e 

Fe
rn

án
de

z 
M

en
én

de
z

R
ay

ue
la

 E
di

to
re

s,
 sa

 d
e 

cv
19

 7
76

 3
81

.6
4

19
 7

76
 2

23
.3

0
15

8.
34

15
Jo

aq
uí

n 
Ló

pe
z D

ór
ig

a

An
ck

la
 C

om
un

ic
ac

ió
n,

 sa
 d

e 
cv

25
1 4

82
 14

5.
79

89
 7

73
 9

49
.0

8
0

As
tr

on
 P

ub
lic

id
ad

, s
a 

de
 c

v
84

 8
62

 8
41

.2
7

0

Pl
at

af
or

m
a 

D
ig

ita
l J

oa
qu

ín
 L

óp
ez

 
D

ór
ig

a,
 s 

de
 r

l d
e 

cv
28

 0
89

 13
5.

15
0

Pr
em

iu
m

 D
ig

ita
l G

ro
up

, s
ap

i d
e 

cv
48

 7
56

 2
20

.2
9

0

16
Fr

an
ci

sc
o 

Cá
rd

en
as

Pu
ls

o 
Po

lít
ic

o 
Fr

an
ci

sc
o 

Cá
rd

en
as

 C
ru

z,
 

sa
 d

e 
cv

7 
85

3 
29

3.
37

7 
85

3 
29

3.
37

0

17
Ed

ua
rd

o 
R

ui
z H

ea
ly

Ed
ito

ri
al

 r
h

, s
a 

de
 c

v
4 

24
2 

75
6.

90
4 

24
2 

75
6.

90
0

18
Fe

de
ri

co
 A

rr
eo

la
Pe

ri
ód

ic
o 

D
ig

ita
l S

en
de

ro
, s

ap
i d

e 
cv

15
3 

57
8 

25
3.

22
15

1 8
97

 6
53

.2
2

1 6
80

 6
00

.0
0

19
Ad

el
a 

M
ic

ha
 

Co
nd

uc
ci

ón
 d

e 
Te

le
co

m
un

ic
ac

io
ne

s,
 sc

24
 3

65
 5

01
.1

9
24

 3
65

 5
01

.1
9

0

20
Jo

sé
 C

ár
de

na
s 

Vi
rr

ey
es

 Q
ui

nc
e 

Q
ui

nc
e,

 sa
 d

e 
cv

12
 5

33
 9

48
.2

8
12

 5
33

 9
48

.2
8

0

21
Jo

sé
 d

e 
Je

sú
s M

ic
he

l
Jo

sé
 d

e 
Je

sú
s M

ic
he

l N
ar

vá
ez

4 
37

4 
44

3.
83

4 
30

4 
44

3.
83

70
 0

00
.0

0

22
N

in
o 

Ca
nú

n
R

ad
io

 In
fo

rm
ac

ió
n,

 sa
 d

e 
cv

1 6
36

 9
78

.0
8

1 4
13

 4
88

.0
8

22
3 

49
0.

00

23
Lu

is
 S

ot
o

Ed
ito

ra
 d

e 
Pu

bl
ic

ac
io

ne
s E

sp
ec

ia
liz

ad
as

 
y 

Co
ns

ul
to

re
s e

n 
Co

m
un

ic
ac

ió
n,

 sa
 d

e 
cv

23
 6

31
 3

57
.2

3
23

 6
31

 3
57

.2
3

0

24
R

ob
er

to
 R

oc
k

Pu
bl

ic
ac

io
ne

s C
om

un
ita

ri
as

, s
a 

de
 c

v
15

 8
19

 5
16

.5
5

15
 8

19
 5

16
.5

5
0



78

Reflexiones en materia de transparencia

N
úm

.
P

er
io

di
st

a
D

en
om

in
ac

ió
n 

o 
ra

zó
n 

so
ci

al
To

ta
l

20
13

 - 
20

18
P

ub
li

ci
da

d
O

tr
os

 s
er

vi
ci

os

25
Fr

an
ci

sc
o 

G
ar

cí
a 

D
av

is
h

G
ru

po
 S

er
vi

ci
os

 In
te

gr
al

es
 d

e 
G

ob
ie

rn
o,

 
sa

 d
e 

cv
14

 3
69

 4
81

.8
4

7 
01

4 
86

9.
35

0

Fr
an

ci
sc

o 
G

ar
cí

a 
D

av
is

h
7 

35
4 

61
2.

49
0

26
Be

to
 d

e 
Ta

vi
ra

 
G

ru
po

 F
6-

11
, s

a 
de

 c
v

2 
49

5 
60

3.
74

2 
19

5 
60

3.
74

30
0 

00
0.

00

27
Jo

sé
 U

re
ña

Ca
m

ac
ho

 U
re

ña
 y

 A
so

ci
ad

os
, s

a 
de

 c
v

4 
35

9 
40

1.
90

4 
35

9 
40

1.
90

0

28
Ca

llo
 d

e 
H

ac
ha

Co
m

un
ic

ac
io

ne
s E

st
ra

té
gi

ca
s N

ew
lin

k,
 

sa
 d

e 
cv

47
 3

89
 7

76
.4

7
39

 5
60

 9
84

.5
5

7 
82

8 
79

1.
92

29
G

ui
lle

rm
o 

O
ch

oa
 

O
ch

a 
Co

m
un

ic
ac

ió
n 

Co
rp

or
at

iv
a,

 sa
 d

e 
cv

8 
17

8 
11

2.
21

8 
14

5 
63

2.
21

32
 4

80
.0

0

30
An

im
al

 P
ol

íti
co

Ed
ito

ri
al

 A
ni

m
al

, s
 d

e 
r

l d
e 

cv
7 

75
3 

09
5.

89
7 

75
3 

09
5.

89
0

31
Sa

lv
ad

or
 G

ar
cí

a 
So

to
La

 C
hu

le
ta

 e
s l

a 
Ch

ul
et

a,
 sc

41
2 

31
5.

59
35

2 
31

5.
59

60
 0

00
.0

0

32
R

aú
l S

án
ch

ez
 C

ar
ill

o
M

ar
in

o 
Pu

bl
ic

id
ad

, s
a 

de
 c

v
11

 0
67

 9
39

.9
4

11
 0

67
 9

39
.9

4
0

33
Eu

ni
ce

 O
rt

eg
a

Eu
ni

ce
 O

rt
eg

a 
Al

ba
rr

án
10

 6
07

 7
67

.3
3

1 5
33

 9
19

.1
8

0

Th
ot

 C
om

un
ic

ac
io

ne
s,

 sa
 d

e 
cv

9 
07

3 
84

8.
15

0

34

Sa
lv

ad
or

 G
ar

cí
a 

So
to

 
Fr

an
ci

sc
o 

G
ar

fia
s 

An
a 

M
ar

ía
 S

al
az

ar
 

Fr
an

ci
sc

o 
R

od
rí

gu
ez

 
Cé

sa
r R

om
er

o 
D

an
ie

l 
M

or
en

o

Co
m

er
ci

al
 M

ed
ia

 B
iz

co
m

, s
a 

de
 c

v
37

 6
91

 4
66

.1
1

36
 7

47
 3

87
.1

1
94

4 
07

9.
00

35
R

am
ón

 A
lb

er
to

 G
ar

za
 

G
ar

cí
a

M
ag

en
ta

 M
ul

tim
ed

ia
, s

ap
i d

e 
cv

4 
94

7 
34

0.
99

4 
94

7 
34

0.
99

0

36
Al

be
rt

o 
Ve

ga
 

Ve
ga

 S
er

vi
ci

os
 E

sp
ec

ia
liz

ad
os

 d
e 

Co
m

un
ic

ac
ió

n 
In

te
gr

al
, s

a 
de

 c
v

2 
71

2 
54

0.
11

2 
71

2 
54

0.
11

0

To
ta

l
1 0

81
 7

15
 9

91
.3

7
1 0

11
 8

12
 3

57
.0

6
69

 9
03

 6
34

.3
1

Fu
en

te
: R

ic
ar

do
, 2

01
9 

(R
ef

or
m

a,
 2

3 
de

 m
ay

o 
de

 2
01

9)
.



79

Capítulo 3 ǀ Transparencia en la publicidad oficial

Conclusiones 

Es verdad que la publicidad institucional es una comunicación destinada al con-
sumo, a provocar deseos, y que se enfoca en la consecución de estos objetivos; sin 
embargo, al mismo tiempo, al ser considerada como un discurso, también refleja 
la cultura de una sociedad, es decir, a través de la publicidad oficial podemos estar 
enterados sobre la actuación de los gobernantes en turno, las decisiones y acciones 
que toman, así como la relevancia de los asuntos públicos. 

Es importante que se definan, con oportunidad, los criterios de asignación 
de publicidad oficial; para esto, se requiere que haya precisión y claridad en su re-
dacción, con el objetivo de que no suceda lo mismo que en la actual Ley de Comu-
nicación Gubernamental y se evite dar margen a la discrecionalidad. Aunque ya 
se han establecido algunos criterios, todavía es necesario incrementar la claridad 
y la precisión en lo escrito; además, se espera que sea una ley aplicable no solo a 
nivel federal, sino en todos los poderes de todos los estados, porque los recortes 
al presupuesto sin una ley clara que prohíba el uso discrecional de la publicidad 
y que defina criterios transparentes para su uso y asignación no sirven de nada.

Asimismo, no puede haber democracia si no hay un ecosistema mediático au-
tónomo que beneficie la pluralidad de la sociedad. Necesitamos medios públicos, 
no medios del partido en turno; ya que, de lo contrario, se seguirán publicando 
nuevas listas de medios y periodistas cada sexenio. Discutir la información en esta 
materia es fundamental, y la participación de las organizaciones de la sociedad 
civil es determinante para la lucha por la honestidad, para que se transparente el 
gasto en publicidad y para que se reescriba la ley chayote.
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capÍtulo 4

tRanspaRencia en la Rendición de cuentas del podeR 
legislativo del estado de QueRétaRo

Julio César Sánchez Díaz
José Ángel Cuevas Hernández

Introducción

La rendición de cuentas es una cualidad distintiva de las democracias contem-
poráneas que vela por la transparencia y la justificación razonada de los actos 
gubernamentales. Si bien esta actividad se ha consolidado como un mecanismo 
indispensable para controlar el ejercicio del poder político en democracias repre-
sentativas de primer orden, en México se han forjado lineamientos para mani-
festarla en un nuevo contexto de apertura democrática y de pluralidad política 
patente desde comienzos del siglo XXI. 

En el plano regulatorio y organizacional, la consolidación del derecho de acceso 
a la información a nivel constitucional, la expedición y aplicación de legislación 
secundaria y otras normas específicas en la materia, así como la creación y el fun-
cionamiento de los organismos garantes en los ámbitos federal y estatal, son un 
claro ejemplo del entramado institucional que se ha construido en México durante 
las últimas dos décadas para generar condiciones efectivas que permitan a toda 
persona conocer, a través de diferentes vías o modalidades, información relevante 
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sobre la estructura, las acciones, las decisiones y el manejo de recursos de los ór-
ganos y las entidades políticas que integran el Estado. 

Así, aspectos que constituyen mecanismos para el ejercicio de la rendición 
de cuentas en cada organización pública son considerados información que, de 
manera obligatoria, debe estar debidamente documentada, disponible y accesible 
a la población en los portales de internet de los sujetos obligados o, en su caso, ser 
entregada por medio de solicitudes de información.

En el ámbito político, el contexto de competitividad interpartidista y la re-
ciente posibilidad de reelección de legisladores y munícipes reflejan otra dimen-
sión importante que procura un vínculo más estrecho entre los gobernantes, los 
representantes y la ciudadanía. De ese modo, también en la dinámica electoral, la 
idea de la transparencia y la rendición de cuentas se ha consolidado como un fac-
tor sustantivo para lograr mayor legitimidad de las fuerzas políticas, la posibilidad 
de que sean respaldadas por los ciudadanos en función de sus logros políticos y la 
capacidad de justificarlas públicamente, tanto en el orden local como en el federal. 

En este capítulo realizamos un análisis exploratorio sobre la transparencia de 
la información relativa a algunos mecanismos para la rendición de cuentas en el 
Poder Legislativo del Estado de Querétaro (pleq). Este trabajo se justifica ante la 
escasa producción de estudios de carácter empírico sobre la rendición de cuentas 
parlamentaria en el orden subnacional, carencia analítica que se acentúa en el 
caso del estado de Querétaro. 

Por lo anterior, este estudio pretende crear bases y precedentes para el análi-
sis estructurado de esta institución legislativa estatal en la temática de la rendición 
de cuentas, además de indagar qué tan accesible resulta al público cierto tipo de 
información vinculada con la función institucional de rendir cuentas por parte del 
Congreso local. 

El capítulo se divide en tres partes: en la primera hacemos un acercamiento 
a la bibliografía de la rendición de cuentas con el propósito de identificar una de-
finición conceptual acorde con el propósito del estudio; en la segunda parte pre-
cisamos los aspectos de análisis, donde identificamos los mecanismos de rendición 
de cuentas a revisar en términos de su accesibilidad y transparencia; y en la tercera 
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examinamos la información provista de carácter empírico disponible en el por-
tal de obligaciones de transparencia. Con esto se distingue al pleq como sujeto 
que rinde cuentas, pero que también las exige a otros órganos de gobierno. Por lo 
tanto, el objetivo es identificar la información accesible y disponible en torno a la 
rendición de cuentas ejercida por y ante el Congreso.

Elementos teóricos 

Como suele ocurrir con todo concepto vinculado al ámbito de las ciencias sociales, 
la rendición de cuentas comprende variadas acepciones polisémicas, perfectibles e 
inacabadas. Schedler (2015), un estudioso de la temática, considera el término de 
rendición de cuentas como un “concepto radial” (p. 20); es decir, que en esencia con-
tiene elementos básicos, pero que no se agotan en una sola definición debido a que en 
cada propuesta se adicionan o constriñen componentes para su conceptualización. 

Aunque, desde una perspectiva temporal, la rendición de cuentas se ha con-
solidado como un mecanismo patente de las democracias contemporáneas, su 
esencia remite a períodos históricos cuando ya se criticaba la discrecionalidad 
del poder político. En la antigua Grecia, por ejemplo, se implementaron algunos 
dispositivos para contrarrestar la secrecía de los gobiernos y extender su demo-
cratización, como fueron la dokimasía, la euthyna, la eisangelía y el graphépará-
nomon que, en cierta medida, se han interpretado como mecanismos engarzados 
con la rendición de cuentas de la actualidad (Elster, 1999; Ríos y Fuentes, 2018). 

Posterior a esta época, incluso en condiciones no favorables a regímenes libe-
rales (como durante la Edad Media o en el período absolutista), se suscitaron es-
fuerzos teóricos y hasta acciones directas que han propugnado por la transparencia 
y la fundamentación de los actos de poder (Rodríguez, 2015). De ese modo, aun en 
sistemas de gobierno poco proclives a la apertura democrática, la exigencia sobre la 
rendición de cuentas ha buscado alternativas para hacerse manifiesta. 

En años recientes, el debate en torno a la rendición de cuentas se ha centrado 
en aspectos relacionados con la mejora de la calidad democrática de los gobiernos 
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a partir de una importante distinción conceptual; la primera aboga por la distribu-
ción efectiva del poder para mantener contrapesos políticos y vigilancia mutua en-
tre las diferentes instancias de los órganos del Estado, identificada como rendición 
de cuentas horizontal; y la segunda, la rendición de cuentas vertical, se orienta al 
fortalecimiento y la ampliación de los derechos ciudadanos para exigir cuentas a 
sus mandatarios y que estos sean responsables de sus actos (O’Donnell, 2004).

Esta distinción ha favorecido que se sumen numerosas propuestas encami-
nadas a fortalecer la rendición de cuentas, sea para ampliar los controles entre las 
diferentes instancias y los niveles de las instituciones de gobierno, lo que apunta 
a una vigilancia de gobernanza multinivel (Cejudo, 2011); o bien, para elevar la 
presión ciudadana hacia una rendición de cuentas efectiva, más allá del mecanis-
mo electoral, como puede ser mediante asociaciones, movimientos y acciones de 
carácter civil que reclamen cuentas a gobiernos, lo que se traduce como rendición 
de cuentas social (Peruzzotti y Smulovitz, 2000). 

De lo anterior, adoptamos la idea de que la rendición de cuentas no solo im-
plica una relación entre dos tipos de actores (uno que informa, explica y justifica, 
y otro que delibera, evalúa y sanciona), sino que esta se desarrolla en el espacio 
público, con la ciudadanía como un tercer actor: 

En este modelo el tercer actor, al que hemos llamado C, no tiene obligacio-
nes ni atribuciones precisas […]. Lo que tiene C son derechos fundamentales, 
políticos y sociales, que puede ejercer en cualquier momento […]. Es una C 
que podría traducirse como: ciudadanos que otorgan calidad a la democracia, 
pero que resulta imprescindible para impedir que la relación entre A y B se 
justifique solamente a sí misma, de espaldas al espacio público democrático, o 
peor aún, que se convierta en una trampa burocrática, autoritaria. Es la presen-
cia de los ciudadanos, en el espacio público, la que permite hacer del proceso de 
rendición de cuentas una operación que va más allá del mero control del poder 
político sobre sus subordinados y sus burocracias (López y Merino, 2010, p. 5). 

En este trabajo interpretamos que la rendición de cuentas debe tener un 
grado sustantivo de publicidad, en el sentido de ser visible en términos de reglas, 
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procedimientos, conclusiones y resultados (cuando sea aplicable), accesible y 
documentada a través de información clara, oportuna y verídica. En esencia, el 
carácter de la publicidad remite a hacer del conocimiento público los asuntos 
conferidos a los órganos de gobierno en su condición de poderes públicos (Haber-
mas, 1981). En pocas palabras, una política de rendición de cuentas implica, como 
condición, la trasparencia y el flujo de información relevante y útil de manera sis-
temática, tanto al interior de la organización como hacia el exterior de esta.

En congruencia con lo expuesto en los párrafos previos, conviene recordar 
que rendir cuentas supone: 

La obligación permanente de los mandatarios o agentes para informar a sus 
mandantes o principales de los actos que llevan a cabo como resultado de una 
delegación de autoridad que se realiza mediante un contrato formal o infor-
mal y que implica sanciones en caso de incumplimiento (Ugalde, 2002, p. 14). 

Con el fin de complementar y precisar el sentido de esta definición, Schedler 
(2015) sostiene que la rendición de cuentas incluye tres maneras diferentes de 
prevenir y corregir abusos: información, que obliga al poder a abrirse a la inspec-
ción pública; justificación, que lo fuerza a explicar y justificar sus actos; y castigo, 
que lo supedita a la amenaza de sanciones. En consecuencia, puede inferirse que la 
rendición de cuentas involucra una interacción en la que se conjuntan, en grados 
variables, tres elementos: la facultad o el derecho a recibir información y la obliga-
ción correspondiente de divulgar o proporcionar los datos necesarios; la facultad 
o el derecho de recibir una explicación y el deber correspondiente de justificar el 
ejercicio del poder; y el asegurar el cumplimiento de las normas por medio de la 
imposición de sanciones. 

A través de los elementos anteriores, podemos formar una idea amplia y con 
elementos aceptados sobre la sustancia del concepto de rendición de cuentas en 
la dinámica política-gubernamental, ámbito al que se circunscribe el objeto de 
análisis de este trabajo, específicamente en el contexto propio del pleq, como pre-
cisamos a continuación. 
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Criterios de análisis 

Este texto ofrece una aproximación al análisis de algunos elementos relacionados 
con la manera en que el pleq estructura y opera la rendición de cuentas como parte 
de su dinámica institucional. Específicamente, el interés de esto radica en identi-
ficar si ciertos elementos de información relacionados con la rendición de cuentas 
son accesibles y transparentes a la ciudadanía, lo que en conjunto permitiría gene-
rar una idea de cómo el pleq aplica la rendición de cuentas desde el ejercicio de la 
rama del poder público que le corresponde. 

Para el análisis inicial, partimos de la noción de transparencia activa, una de las 
tres vertientes de la transparencia impulsadas por el Instituto Nacional de Trans-
parencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales (inai), 
que se trata de “la publicación de información por parte de los sujetos obligados de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 70 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Querétaro” (inai, s.f.). Así, la trans-
parencia activa implica la publicación sistemática de un catálogo de información y 
documentos establecido en las leyes secundarias de transparencia (tanto la general 
como la federal y las locales), lo que significa que esa información debe ser publicada 
y estar accesible en la página de internet de los sujetos obligados, sin la necesidad de 
que las personas elaboren una solicitud de información para obtenerla o consultarla.1 

En otras palabras, la transparencia activa se refiere a las obligaciones de 
transparencia (estipuladas en la legislación en la materia) de los sujetos obligados, 
que se dividen en dos tipos: comunes, las cuales hacen referencia a un cúmulo de 
información transversal, es decir, información que, en general, producen y poseen 
todos los entes públicos a pesar de sus particularidades; y específicas, que refieren 
la información que los sujetos obligados generan y poseen según el ejercicio espe-
cífico de sus funciones y atribuciones. 

1 En el caso de Querétaro, la transparencia activa se refleja en las obligaciones de transparencia comu-
nes del artículo 66 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Queré-
taro, así como en las obligaciones específicas señaladas en el artículo 68 del mismo ordenamiento (las 
cuales corresponden al Poder Legislativo local). 
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Seleccionamos algunas de las obligaciones de transparencia que son aplica-
bles al pleq y que están relacionadas con mecanismos o elementos que implican 
rendición de cuentas para este órgano de representación; verificamos si esta es, en 
efecto, información de carácter público al estar disponibles de manera accesible, 
completa y oportuna para su consulta.2 En función de esto, tomamos como base la 
página de internet de la LIX Legislatura, por lo que los argumentos aquí vertidos 
se derivan de la información (o la ausencia de esta) publicada en la plataforma, en 
particular en el Portal de Obligaciones de Transparencia (pot).3 

Ahora bien, el análisis se complementa desde dos perspectivas referidas a la 
rendición de cuentas por parte del Poder Legislativo. La primera visualiza a este 
órgano como sujeto que rinde cuentas, y la segunda, como sujeto que exige cuentas.

El Poder Legislativo como sujeto que rinde cuentas

Los individuos que integran la institución (diputados y administrativos) están su-
jetos a una normativa que los obliga, en ciertas circunstancias que tienen que ver 
con sus competencias y facultades, a informar, explicar o justificar sus actos a una 
instancia con autoridad para deliberar, evaluar y, en su caso, sancionarlos. En este 
caso, revisamos la dinámica interna de la institución en materia de rendición de 
cuentas en cuanto al órgano interno de control (Contraloría) y las responsabilida-
des administrativas. 

El Poder Legislativo como sujeto que exige cuentas

En este ámbito, los sujetos externos a la institución están obligados legalmente 
a rendir cuentas sobre sus actos y decisiones ante el Poder Legislativo; es decir, 

2 Al respecto, previamente hemos verificado que todas las obligaciones de transparencia seleccionadas 
sean efectivamente aplicables al Poder Legislativo, lo que significa que en ningún caso el sujeto obliga-
do puede justificar su no publicación. Recomendamos consultar la tabla de aplicabilidad emitida por 
la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Querétaro, en: http://
www.ceigqro.org.mx/tabla_aplica.pdf
3 Ver http://legislaturaqueretaro.gob.mx/transparencia-2/
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informarlos, explicarlos o justificarlos ante el colegiado. Lo anterior obedece a la 
naturaleza de la legislatura como órgano de representación política en la lógica 
de la división de poderes y el esquema de pesos y contrapesos. Para los fines de 
nuestro trabajo revisamos brevemente la función de supervisar y vigilar que tiene 
el Poder Ejecutivo por medio del informe anual sobre el estado que guarda la ad-
ministración pública estatal y la subsecuente glosa de este. 

La particularidad del diseño institucional del Poder Legislativo en una demo-
cracia liberal lleva a que su política de rendición de cuentas deba estar estructura-
da en las dos direcciones: rendir cuentas sobre sus acciones y exigir cuentas de las 
acciones de otros entes de la entidad. Este esquema, para el caso de Querétaro, se 
representa en la figura.

Sujeto Modalidad Interacción Instancia de RdC Materia/objeto de RdC

PLEQ

Sujeto que 
rinde cuentas

RdC

Sujeto que
exige cuentas

Posición de informar,
explicar y justificar

sus actos

Posición de evaluar,
deliberar y, en su 
caso, sancionar

• Responsabilidades
administrativas

• Cuenta pública

• Sufragio (reelección)

• Informes anuales
/ glosa / comparecencias
• Cuentas públicas

• Informes anuales

• Juicio político

• Entidad fiscalizadora

• Electorado 

• Poder Ejecutivo

• Municipios

• Organismos autónomos

• Servidores públicos

• Órgano Interno de Control

• Tribunal de Justicia
Administrativa

Información 
Justificación

Castigo

Figura. Esquema de rendición de cuentas del Legislativo estatal.
Fuente: elaboración propia, con base en la conceptualización de Schedler (2015) y disposiciones de la 
Constitución Política del Estado de Querétaro (artículos 17, fracciones X y XVI, 16, 31 y 38, fracción III). 

En nuestro caso, examinaremos la rendición de cuentas que realiza el Poder 
Ejecutivo al Congreso estatal, por ser ambos poderes los que interactúan en ma-
yor medida y mantienen equilibrios institucionales de acuerdo con el diseño del 
sistema político de la entidad. 
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Desde estas dos perspectivas, revisamos en la página de internet del Poder 
Legislativo si la información correspondiente a los ejercicios de rendición de cuen-
tas es accesible. Por lo tanto, es necesario puntualizar que la página de la legisla-
tura constituye la referencia documental para este trabajo en virtud de que no solo 
es la fuente oficial de información sobre las actividades del Poder Legislativo local, 
sino que el pot deriva de las obligaciones legales que los entes públicos tienen en 
materia de transparencia y acceso a la información.4 

Las páginas de internet, a través de los pot, son una de las modalidades me-
diante las cuales podemos tener acceso a la información y a los documentos de los 
sujetos obligados en los términos establecidos de la legislación en la materia, ya que 
en estos podemos consultar el catálogo de información que debe estar permanente-
mente publicada y actualizada (obligaciones comunes y específicas). Dicho de otra 
forma, el portal de la legislatura es una plataforma que contiene la información que 
por ley debe estar a disposición vía electrónica de las personas, sin que estas tengan 
que exponer una solicitud de información para conocerla. En ese sentido, los pot 
son una herramienta indispensable para materializar la transparencia activa. 

Transparencia en la rendición de cuentas
en el Poder Legislativo de Querétaro

Transparencia activa

Como describimos en el apartado anterior, en este trabajo verificamos primero  la 
disponibilidad y la accesibilidad de la información que constituyen elementos o 

4 El artículo 65 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Querétaro 
establece que los sujetos obligados “deberán tener un portal de internet en cuya página de inicio habrá 
una indicación claramente visible con la leyenda ‘Transparencia’ que enlace al sitio donde se encuentre 
la información a la que se refiere el presente artículo, debiendo utilizar un lenguaje claro, accesible, 
que facilite su comprensión por todos los posibles usuarios; deberá contar con un buscador”. En los 
siguientes artículos (66 a 77) se enuncian las obligaciones comunes y específicas que los sujetos obliga-
dos deben divulgar por medios electrónicos. 
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insumos para constatar la existencia y el funcionamiento de mecanismos de ren-
dición de cuentas. Para esto, elaboramos una tabla de registro referente a distin-
tas fracciones de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de Querétaro (correspondientes a los artículos 66 y 68), seleccionadas en 
función de los temas de nuestro interés.

La información disponible en la página web de la legislatura constituye la 
evidencia sobre la cual se realiza el análisis posterior. El instrumento de registro y 
sus resultados se presentan en la siguiente tabla. 

Tabla. Información sobre los elementos que configuran la rendición de cuentas, estableci-
da en obligaciones comunes y específicas de transparencia

Portal de Obligaciones de Transparencia del Poder Legislativo

Artículo Fracción e información a publicar Información disponible 

66

I. El marco normativo aplicable 
al sujeto obligado, incluyendo 
leyes, leyes orgánicas, códigos, 
reglamentos, decretos de creación, 
manuales administrativos, reglas de 
operación, criterios, políticas y otros 
análogos

A pesar de que el hipervínculo está 
activo, no se despliega la lista del marco 
normativo aplicable ni están disponibles 
los ordenamientos jurídicos:

http://legislaturaqueretaro.gob.mx/
articulo-66-fracc-i/

66

II. Su estructura orgánica completa, 
en un formato que vincule 
cada área con las atribuciones 
y responsabilidades que le 
corresponden a cada servidor 
público

Se presenta de manera parcial en un 
archivo de Excel. No vincula las áreas con 
atribuciones y responsabilidades, ni se 
presenta un organigrama 

66
V. Los indicadores que permitan 
rendir cuenta de sus objetivos y 
resultados

El archivo descargable señala que 
esa fracción no es aplicable. No hay 
información al respecto

66

XI. La información en versión 
pública de las declaraciones 
patrimoniales de los servidores 
públicos que así lo determinen, en 
los sistemas habilitados para ello

El archivo descargable señala que la 
información comenzará a generarse 
a partir de la siguiente declaración 
patrimonial

66

XVII. El listado de servidores 
públicos con sanciones 
administrativas definitivas, 
especificando la causa de sanción

Se presenta a través de un archivo de 
Excel. La información es insuficiente 
debido a que se referencia un caso de hace 
dos legislaturas, sin incluir información 
sobre aquellos expedientes que ya fueron 
resueltos en la legislatura anterior
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Portal de Obligaciones de Transparencia del Poder Legislativo

Artículo Fracción e información a publicar Información disponible 

66

XXV. Los montos, criterios, 
convocatorias y listado de personas 
físicas o morales a quienes, 
por cualquier motivo, se les 
asigne o permita usar recursos 
públicos o, en los términos de las 
disposiciones aplicables, realicen 
actos de autoridad. Asimismo, los 
informes que estas personas les 
entreguen sobre el uso y destino de 
los recursos

El archivo descargable no brinda 
información al respecto 

66
XXVIII. Los informes que por 
disposición legal generen los sujetos 
obligados

Disponible un archivo de Excel que no 
proporciona información sustantiva al 
respecto. No hay hipervínculos a los 
informes anuales de la legislatura 

66
XXIX. Las estadísticas que generen 
en cumplimiento de sus facultades, 
competencias o funciones

Aun cuando la fracción en el pot no 
muestra la estadística legislativa, en la 
página existe una sección específica: 

http://legislaturaqueretaro.gob.mx/
menuestadistica/

68 I. Agenda legislativa No se encuentra disponible.
El archivo de Excel no remite a la agenda

68
VIII. Las resoluciones definitivas 
sobre juicios políticos y declaratorias 
de procedencia

Disponible en un archivo de Excel. El 
formato presentado es ambiguo y los 
datos sobre los procedimientos no se 
proporcionan. Además, muestra una tabla, 
aunque esta se refiere, en apariencia, a otro 
tipo de procedimientos

68

XI. El informe semestral del ejercicio 
presupuestal del uso y destino de los 
recursos financieros de la Legislatura 
y de los Grupos Parlamentarios

No se encuentra disponible. No puede 
identificarse con claridad que se reporte 
el ejercicio de recursos de los grupos 
legislativos, además de que el archivo es 
un reporte de la legislatura en general. 
Por otra parte, la información reportada 
corresponde al año anterior y fue validada 
en julio de 2017:

http://legislaturaqueretaro.gob.mx/
informe-semestral/

Fuente: elaboración propia con datos del pot del Poder Legislativo de Querétaro, en: http://legislatu-
raqueretaro.gob.mx/transparencia-2/ (revisado el 26 de noviembre de 2018).
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El Congreso en la rendición de cuentas

En términos generales, lo primero que hay que destacar es que el pleq regula su 
vida interna por medio de su ley orgánica. Al respecto, la información disponible 
en el pot, en su fracción I, solo da cuenta de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado de Querétaro (lopleq), además de presentar un manual de organización 
y procedimientos de la Dirección de Servicios Administrativos, como normativa 
aplicable en específico a su régimen interior. 

Cada una de las dependencias del pleq cuenta con manuales de operación,5 
lo que incluye a la Contraloría Interna, instancia que resulta de interés por ser la 
encargada de sustanciar los procedimientos de responsabilidad en contra de los 
servidores públicos de la legislatura. 

Es probable que haya procedimientos establecidos para llamar a cuentas al 
interior del pleq; no obstante, no son estrictamente públicos ya que no son acce-
sibles por medio del pot en la fracción correspondiente a la normativa. Esto no es 
un asunto de menor importancia, debido a que: a) es una muestra de opacidad 
injustificable, ya que un aspecto básico como la regulación normativa interna de 
la Contraloría no cuenta con el atributo mínimo de transparencia, y b) derivado 
de lo anterior, es prudente señalar incertidumbre respecto a si la estructura, el 
funcionamiento, la operación y los responsables de esa dependencia son los ade-
cuados (conforme al marco normativo interno) para realizar sus funciones y cum-
plir sus objetivos; es decir, la ausencia de publicidad da margen a la interpretación 
de que solo un círculo reducido conoce con certeza cómo actúa la Contraloría, qué 
puestos y personal requiere y qué procedimientos emprende, cómo resuelve asun-
tos y en qué circunstancias.6 

5 De manera informal, consultamos a un director de dependencia (segundo nivel de mayor jerarquía en 
el pleq) para corroborar que, en efecto, el Congreso local no tuviera reglamentos en ninguna materia 
ni disposiciones jurídicas internas de cualquier otro tipo para regular de modo específico aspectos de 
la vida interna del pleq. El funcionario confirmó esta situación y aseveró que solo las dependencias 
(direcciones y coordinaciones) tienen sus respectivos manuales de operación. 
6 Es claro que la Contraloría tiene como principal referencia jurídica las leyes en materia de responsa-
bilidad administrativa; no obstante, toda área administrativa requiere reglas específicas en el contexto 
de la organización a la que pertenece. 
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Además, la publicidad de manuales (o, en su caso, la existencia de reglamentos) 
para la Contraloría Interna se torna necesaria porque la lopleq no contiene dispo-
siciones suficientes o exhaustivas en relación con el actuar de esta dependencia. En 
ese sentido, solo prevé la existencia de la Contraloría, su subordinación jerárquica 
respecto a la Mesa Directiva, los requisitos para ser titular de la dependencia y reci-
bir, para conocimiento, los manuales operativos de las otras dependencias.7 

La ausencia de la información obliga a preguntar cómo está diseñado y cómo 
funciona el vínculo entre la Contraloría y la Mesa Directiva: ¿ambas instancias tie-
nen el suficiente personal técnico calificado para cumplir su propósito en materia de 
rendición de cuentas?, ¿de qué manera, cada cuándo y qué reporta la Contraloría a 
la Mesa Directiva?, ¿qué programas, mecanismos y acciones de prevención existen?, 
¿requieren la aprobación de la Mesa Directiva?, ¿cuál es el grado de autonomía téc-
nica que tiene la Contraloría para ejecutar sus funciones en este esquema orgánico? 

En relación con lo anterior, el sitio web de la legislatura no ofrece informa-
ción que permita conocer cómo se da esta vertiente de la rendición de cuentas en 
el Poder Legislativo; es decir, no hay claridad ni certidumbre en torno a la cone-
xión o la coordinación de las dos instancias encargadas de la vigilancia y el control 
de la función pública en el pleq. Igualmente, se carece de elementos con base en la 
información pública que ayuden a vislumbrar la existencia de ejercicios anuales (o 
de cualquier otra temporalidad) de planeación y evaluación en la materia. 

Ahora bien, la información disponible que proporciona evidencia de sanciones 
parece insuficiente, o no se presenta en forma óptima, ya que el único caso reporta-
do (fracción XVII, artículo 66 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Querétaro con hipervínculo en el pot) pertenece a la legislatura 
antepasada; no obstante, no se señala con claridad la existencia en legislaturas previas 
de procedimientos que derivaran en sanciones por responsabilidad administrativa.8 

7 Ver especialmente los artículos 162, 180 y 181 de la lopleq, en: http://legislaturaqueretaro.gob.mx/
app/uploads/2016/01/LO005-1.pdf
8 En la fracción XXXV del artículo 66 del pot se da cuenta de que, en la LVIII Legislatura (información 
al 18 de septiembre de 2018), la Contraloría Interna da cuenta de 24 expedientes radicados, de los cua-
les trece fueron resueltos y once seguían activos. Además, el artículo 68, fracción VIII, de la ltaipeq-pot 
(referente a juicios políticos y declaratorias de procedencia) muestra una tabla que refiere cuatro “ex-
pedientes administrativos de responsabilidad” iniciados y activos en la LVIII Legislatura. 
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El Congreso en la exigencia de cuentas

Desde esta perspectiva, vale la pena puntualizar que el análisis es apenas explo-
ratorio y que, igualmente, toma como base argumentativa la información oficial 
disponible en el sitio web del Congreso local. En este sentido, resalta la ausencia 
casi total de información en cuanto a la función de control y supervisión del Poder 
Legislativo sobre el Ejecutivo en el caso de los informes del Estado que guarda la 
administración pública estatal, en especial en lo relacionado con el desarrollo de 
la glosa de este informe. 

Aun cuando el acto implica un período de sesiones de interacción entre los 
diputados y los titulares de las secretarías del Poder Ejecutivo, en el que se detalla 
el contenido del informe del gobernador, a la vez que se formulan cuestionamien-
tos específicos sobre las decisiones de la política pública en todos los ramos de la 
administración, no hay evidencia documental –más allá de los boletines de prensa 
de carácter meramente descriptivo– acerca de los efectos de este ejercicio.9 

La falta de publicidad de las actas de estas sesiones, la poca profundidad de las 
preguntas planteadas a los secretarios de Estado y la ausencia de documentación 
que dé cuenta de los mecanismos de seguimiento por parte del Poder Legislativo en 
torno a las áreas o ejes temáticos, además del formato caracterizado por la inmedia-
tez y la poca exhaustividad en el análisis, son en conjunto elementos que permiten 
señalar que la explicación y la justificación de los actos del Poder Ejecutivo ante la 
legislatura suceden como parte de un acto político formal con evidente peso proto-
colario, en lugar de ser un ejercicio de revisión y contrapeso por parte del órgano de 
representación política de la ciudadanía.

Derivado de lo anterior, se infiere la posibilidad de que la función de control 
sobre el Poder Ejecutivo presente carencias importantes que alteren su efectivi-
dad y que, a diferencia del tema de las responsabilidades administrativas, no son 
esencialmente operativas o normativas, sino políticas, entre las cuales podrían 
apuntarse a las siguientes:

9 Ver http://legislaturaqueretaro.gob.mx/?s=primer+informe+de+gobierno
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Subordinación política al Poder Ejecutivo. La legislatura no se asume como 
agente institucional de un esquema de pesos y contrapesos, ya que el gober-
nador del Estado mantiene el control y el dominio en todos los ámbitos de 
la política local y del partido político en el que milita, lo cual no solo tiene 
alcance sobre la actividad institucional del Poder Legislativo, sino, incluso, 
sobre la aprobación de varias candidaturas a cargos de elección popular y, 
a partir de este proceso electoral, para la reelección legislativa. Así, se da 
una relación de rendición de cuentas informal y en sentido opuesto a lo que 
marca el modelo de división de poderes: son los legisladores quienes, ante 
la estructura de incentivos políticos, deben tener un visto bueno del titular 
del Ejecutivo para continuar sus carreras políticas o ver aprobados sus pro-
yectos de ley. 
Conformación política de la legislatura. El partido al que pertenece el go-
bernador (Partido Acción Nacional) también cuenta con el grupo parlamen-
tario más numeroso en el Congreso local (doce de 25 diputados). Ante esta 
situación, que se suma a la ya mencionada, no existe motivación alguna para 
activar mecanismos de control (como citar a comparecencia a un funciona-
rio estatal) o plantear cuestionamientos complejos de política pública en el 
contexto de las glosas del informe del Estado que guarda la administración 
pública. Por lo tanto, y especialmente para los legisladores de la primera fuer-
za parlamentaria, la relación con el Ejecutivo tiene como uno de sus rasgos 
distintivos el apoyo casi incondicional a sus políticas, programas, acciones y 
resultados, sin importar su calidad. 

Ahora bien, cabe mencionar que este aspecto tendría que ser estudiado con 
mayor profundidad y con las herramientas metodológicas adecuadas, ya que re-
sulta necesario construir una propuesta de revisión crítica acerca de cómo el Po-
der Legislativo lleva a cabo estas y otras funciones en las que se erige como una 
instancia facultada para exigir información, explicación y justificación de los actos 
de otras entidades públicas. 
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Conclusión

Con base en la evidencia disponible, según la información pública difundida en el 
portal web, hay elementos para formular una hipótesis inicial en el sentido de que 
el pleq no cuenta con mecanismos adecuados, claros, ni suficientes de rendición de 
cuentas, sino que las instancias internas y las acciones relacionadas con la materia 
son producto de inercias institucionales en un contexto de poca transparencia en 
torno al funcionamiento de la Contraloría Interna.

Asimismo, el Poder Legislativo tampoco desarrolla, de manera congruente 
con el esquema de la división de poderes, la vigilancia en torno al Poder Ejecutivo, 
especialmente en el ámbito de la glosa del informe de su titular. Por lo tanto, hay 
indicios de que la rendición de cuentas en la legislatura queretana parece ser una 
práctica fragmentada e incompleta, más orientada al formalismo que al control 
del servicio público y al ejercicio gubernamental. 

En este contexto, es prudente señalar la necesidad de que en el Poder Legis-
lativo estatal se emprenda un ejercicio analítico y autocrítico sobre el proceso de 
institucionalización de la rendición de cuentas como un mecanismo que responda 
con autenticidad a criterios democráticos de escrutinio público, a la vez que con-
tribuya a revertir las actuales inercias operativas y la prevalencia de los aspectos 
políticos como factores que obstruyen la concreción de un sistema de rendición de 
cuentas eficiente, transparente e institucionalmente funcional. 
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capÍtulo 5

diálogo social y tRanspaRencia: estudio de caso en 
la ciudad de méxico

Fernando Montoya Vargas

Introducción

El ejercicio del derecho de acceso a la información (dai) resulta crucial al momento de 
orientar dinámicas y estrategias que permitan favorecer el sistema democrático de un 
país, pues juega un papel funcional. Las democracias se desempeñan mejor cuan-
do la gobernabilidad se enriquece con la participación de las organizaciones de la 
sociedad civil, las instituciones públicas y los académicos que trabajan a favor de 
la rendición de cuentas, la lucha contra la corrupción y el acceso a la información. 

Con base en esta premisa, el objetivo general de este capítulo es analizar la 
experiencia de la Mesa de Diálogo por la Transparencia, organizada por el Ins-
tituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos 
Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México (InfoDF), como me-
canismo que ha contribuido al fortalecimiento de la transparencia y la rendición 
de cuentas a través del diálogo social, es decir, como un espacio de deliberación y 
negociación entre la sociedad civil, los académicos, el gobierno y el órgano garan-
te de la transparencia local.
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Tres conceptos básicos constituyen los ejes temáticos de este capítulo: la 
transparencia, la rendición de cuentas y el diálogo social. A pesar de que existen 
diversas definiciones de los dos primeros, utilizados generalmente con un mismo 
propósito (que todas las decisiones gubernamentales y administrativas se encuen-
tren al alcance del público), el concepto de diálogo social es innovador al momento 
de aplicarlo en la cultura de la transparencia; esto, debido a que el diálogo social 
es, en sí mismo, una modalidad de gobernanza que propone herramientas para lo-
grar acuerdos que permitan mejorar condiciones sociales, económicas, culturales 
y políticas.

La experiencia de un mecanismo de diálogo social en un órgano local ga-
rante del derecho de acceso a la información muestra un precedente de negocia-
ción, de corresponsabilidad y de seguimiento en torno a temas vinculados a la 
transparencia y la rendición de cuentas, como la seguridad, el medio ambiente, 
los programas sociales, la transparencia focalizada, entre otros. En este capítulo, 
analizamos el período 2008-2010 de la Mesa de Diálogo, que registra valiosos 
resultados que operaron a favor de la transparencia y la rendición de cuentas en 
la capital mexicana.

La transparencia y rendición de cuentas: breves apuntes

El concepto rendición de cuentas es una traducción de la palabra accountability y 
se refiere al deber que tiene un servidor público de informar de manera detallada 
sus actos, así como los resultados de estos; además, provee a la ciudadanía de me-
canismos que permiten conocer, monitorear y evaluar políticas públicas (Manin, 
Przeworski & Stokes, 1999).

Guillermo O’Donnell (1994) ofrece una definición de rendición de cuentas en 
dos vertientes: horizontal y vertical. La primera refiere a los controles que las insti-
tuciones públicas ejercen sobre otras instituciones públicas (poderes de la Unión, 
órdenes de gobierno, organismos descentralizados y autónomos). Un ejemplo de 
esto es la Auditoría Superior de la Federación, cuyas funciones son, entre otras, 
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“investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta 
ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos 
federales” (artículo 79, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos).

La segunda definición se ejerce en el marco de la democracia representativa 
(elecciones); es decir, se presupone que, a través de las elecciones, los gobiernos 
estan obligados a rendir cuentas para que sus acciones puedan ser evaluadas por 
los ciudadanos y las organizaciones, que, a su vez, tienen el derecho de aprobar o 
sancionar a sus representantes por medio del voto.

Ahora bien, uno de los límites más importantes respecto a la rendición de 
cuentas, tanto en el aspecto vertical como en el horizontal, es la opacidad del ejer-
cicio público. Esto provoca que la ciudadanía no esté posibilitada para evaluar o 
dar seguimiento a las acciones del servidor público o de sus representantes popu-
lares. La acción de opacidad puede derivar en dos violaciones con consecuencias 
legales: la corrupción y la usurpación de funciones. La primera sucede cuando el 
funcionario público obtiene ventajas de manera ilegal para beneficio personal o de 
sus asociados, y la segunda, cuando una institución pública vulnera la autoridad 
legal de otra.

La transparencia de los asuntos públicos es uno de los objetos centrales: ha-
cer visibles las políticas públicas prioritarias de los gobiernos, así como los rubros 
y los sectores en los que pretende incidir. Las maneras en las que se asigna y gasta 
el presupuesto público son de suma importancia para poder entender y evaluar 
los procesos de las políticas públicas y la responsabilidad de los trabajadores al 
servicio del Estado.

Definimos la transparencia como el hecho de que cualquier decisión guberna-
mental o administrativa pública debe ser accesible, clara, comprensiva, relevante, 
congruente y confiable (principios básicos en la transparencia de la información pú-
blica). Por ejemplo, en el caso de la transparencia presupuestaria, la información 
pública permite al ciudadano conocer diversos aspectos, como el apego a la ley, el 
uso mesurado de recursos públicos, el enfoque a sectores determinados para el de-
sarrollo, el impulso a regirse bajo los principios de honestidad y responsabilidad, el 
impacto en la población atendida, entre otros (Lavielle, Pérez y Hofbauer, 2003).
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Para que existan indicadores básicos de transparencia resulta indispensable 
que las instituciones públicas difundan sus acciones y el presupuesto que tienen 
asignado, de tal forma que los poderes públicos y la ciudadanía estén orientados 
y preparados para emitir opiniones, enriquecer las evaluaciones y participar en el 
debate. López (2007) lo describe así: “Nuestras autoridades deberían incorporar 
nuevos mecanismos de participación ciudadana y poner en manos de las perso-
nas interesadas la información necesaria que esté en poder de dichas autorida-
des, para que esas personas interesadas puedan participar activamente en los 
proyectos” (p. 384).

Transparencia, rendición de cuentas y
el vínculo con el diálogo social

Ahora bien, ¿cómo aproximarnos a entender el vínculo entre la transparencia y la 
rendición de cuentas con el diálogo social? De inicio, consideramos que la parti-
cipación de los ciudadanos en los asuntos públicos es un puente para alcanzar 
la gobernanza. Una vez que el ejercicio del poder se encuentra legitimado en la 
voluntad obtenida por el consenso de las personas, es mayor la posibilidad de 
identificar los propósitos de diferentes sectores.

En este sentido, los espacios en los que se delega el poder experimentan un 
creciente descrédito. Touraine (1997) y Castells (1997) dan cuenta de la crisis de 
representatividad, de participación y legitimidad que daña la democracia y a sus 
actores políticos. Estos hechos demuestran procesos comunes en las sociedades ac-
tuales: la generación de una “sociedad red” cuyas principales actividades econó-
micas se han deslocalizado; la crisis de legitimidad de los Estados, vinculada al 
desprestigio relativo de sus facultades ante la globalización; la conformación de 
partidos políticos enfocados en el espectáculo mediático, financiados por intere-
ses particulares y debilitados por la corrupción; y el debilitamiento de la confian-
za ciudadana.
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Por lo anterior, la gobernanza, concepto que incluye la corresponsabilidad 
de acciones entre actores sociales y públicos, propone la solución a problemas 
colectivos mediante el consenso de los actores afectados, y plantea nuevas prác-
ticas basadas en la negociación, no en el sometimiento, para organizar la toma de 
decisiones en las democracias representativas. En esa sociedad civil,1 que tiene 
menor confianza, se eleva el número de personas que intentan hacerse escuchar y 
reclaman su participación en los espacios de toma de decisiones. 

El concepto clásico del diálogo social proviene de la Organización Internacio-
nal del Trabajo (oit) e incluye “todo tipo de negociación, consulta o simple inter-
cambio de informaciones entre representantes de gobiernos, empleadores y traba-
jadores sobre cuestiones de interés común relacionadas con la política económica 
y social” (oit, 2016, p. 4). 

Esta definición es característica de la oit, organismo por el cual el principio 
del diálogo tripartito ha sido fundamental dentro del sistema de las Naciones 
Unidas para referirse a razones relacionadas con aspectos laborales, económicos 
y sociales. Sin embargo, diálogo social es un término abierto, pues comprende 
también una diversidad de relaciones entre los académicos, las organizaciones 
de la sociedad civil y los poderes públicos. 

Nos remitimos, entonces, a la categorización de diálogo social que ofrece 
Arias (2008); para este autor, el diálogo deduce la existencia de diferentes cate-
gorizaciones:

• Diálogo social tripartito “propio”, que se refiere al concurso de tres sectores: 
gubernamental, sindical y empresarial. 

• Diálogo social tripartito “impropio”, con la participación de los sindicatos, las em-
presas y la inclusión (o no) del sector gubernamental en calidad de observador.

1 En la actualidad, no existe una definición uniforme y aceptada por la comunidad académica sobre el 
concepto de sociedad civil. A partir de la diversidad de interpretaciones, podemos destacar algunos 
puntos en común: el concepto sobre sociedad civil se refiere a un conjunto heterogéneo y diverso de 
actores y sujetos sociales que, en el espacio público, desarrollan acciones que fomentan el ejercicio y 
el reclamo de derechos, promueven enfoques basados en derechos y proponen políticas públicas y el 
monitoreo de la implementación.
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• Diálogo social tripartito “plus”, categoría que ofrece, en un sentido amplio, 
la apertura del diálogo hacia otros actores sociales (a diferencia de los con-
vencionales).

• Diálogo social institucional, que remite a la institucionalización del diálogo 
a través de organismos legalmente constituidos. El ejemplo más represen-
tativo para esta categoría son los consejos económicos y sociales (Montoya, 
2014).

• Diálogo social ad hoc, enfocado a procesos de diálogo social no instituciona-
les y que surgen para atender asuntos contextuales y temporales. 

A través de estas categorías, se puede constatar que el concepto de diálogo 
social está abierto a interpretaciones, ya que implica un intercambio de opiniones 
constante, que no se reduce a un pacto o acuerdo, pues trasciende a la negociación 
y a la formulación de propuestas conjuntas. Esta apertura del concepto permite, 
además, la participación de mayores actores en la generación de consensos que 
interesan a todos por igual: “las partes en el diálogo social no siempre han de limi-
tarse a los interlocutores sociales tradicionales, por lo menos en lo que se refiere a 
ciertas cuestiones que afectan a grupos más amplios de intereses en la sociedad de 
que se trate” (Reynoso, 2000, p. 2). 

Así, se puede reconocer al diálogo social como un espacio que suple la carencia 
de poder y otorga legitimidad a los poderes públicos gracias a la participación ciu-
dadana, o bien, de las organizaciones de la sociedad civil.

El diálogo social, considerado como arena de debate y de negociación pú-
blica, supone tránsito de una democracia representativa a una democracia de-
liberativa. Actualmente, se acepta que la democracia considera el pluralismo y 
el reconocimiento de la coexistencia de actores con intereses diferentes (a veces 
antagónicos), y que su vinculación conduce a su reconocimiento y participación. 
Como señalan Sen y Nussbaum (1993), si se prescindiera de este marco de refe-
rencia, difícilmente el diálogo social contribuiría a la consolidación de la demo-
cracia, pues no se trata de excluir, sino de reconocer las capacidades de partici-
pación y convivencia. 
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De esta manera, suponemos que los requerimientos éticos del diálogo social 
son consustanciales a la democracia y, por tanto, requerimientos para la convi-
vencia pacífica. El reconocimiento de las opiniones de los otros, así como de sus 
intereses y necesidades, puede coexistir con la idea de que en las diferencias reside 
la construcción de la ciudadanía y la comunidad.

Desde luego que el desarrollo del diálogo social se relaciona tanto con la vo-
luntad política de las instituciones públicas, como con los contextos adecuados 
para llevarlo a cabo: igualdad, libertad, respeto, transparencia y acceso a la in-
formación. “La manifestación de una voluntad política de participar en el diálogo 
social, en especial por parte de los gobiernos, también es un factor indispensable 
además de la creación de instituciones idóneas” (Ozaki y Rueda, 2000, p. 9). Si 
uno de los puntos vitales de la democracia es la deliberación, y si la deliberación es 
participación, es posible que se erija una cultura de diálogo social. 

El diálogo social se convierte en un espacio para el intercambio de propuestas, 
información, consultas y negociaciones en cuestiones que son centrales al momento 
de diseñar políticas públicas en ámbitos como el medio ambiente o la seguridad pú-
blica. Los mecanismos diseñados para el diálogo social intentan ser comprensivos 
con todos los actores sociales, con el fin de que puedan influir en proyectos públicos.

Por otra parte, el diálogo social ofrece una serie de oportunidades para re-
forzar la transparencia y la rendición de cuentas entre los diferentes actores par-
ticipantes. En el siguiente apartado analizamos una experiencia de diálogo social 
como medio para favorecer la transparencia y la rendición de cuentas: la Mesa 
de Diálogo por la Transparencia de la Ciudad de México, que fue impulsada para 
evidenciar los puntos débiles de acceso a la información en delegaciones (hoy al-
caldías) y entidades públicas locales.

Mesa de diálogo por la transparencia

Transcurrida más de una década de la promulgación de la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental en México (2002), si bien 
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las administraciones públicas han concretado diversas acciones para fortalecerla 
a lo largo de los años, lo cierto es que aún existen ciertos vacíos de conocimiento 
sobre cómo ejercer y aprovechar el derecho de acceso a la información pública.

Según la Encuesta Nacional de Acceso a la Información Pública y Protección 
de Datos Personales 2016, a nivel nacional, el 59.1% de la población mayor de 18 
años sabe que existe una ley que garantiza el acceso a la información pública (ver 
tabla). En la Ciudad de México, este porcentaje de la población conoce la existen-
cia de la ley, o bien, de un órgano garante de transparencia. Estos datos reflejan 
puntos de oportunidad que pueden mejorarse con mayor difusión, promoción y 
sensibilización sobre cómo aprovechar el ejercicio de este derecho. 

Tabla. Población que conoce la existencia de una ley encargada de garantizar el derecho de 
acceso a la información pública nacional, 2016

Entidad Población de 18 
años y más

Población de 18 años y más que 
conoce o ha escuchado sobre la 

existencia de una ley
Relativos

Aguascalientes  592 137 52.2

Baja California  1 743 856 54.0

Baja California Sur  182 578 44.3

Campeche  310 792 47.7

Coahuila  1 440 929 48.2

Colima  291 687 39.5

Chiapas  730 684 35.6

Chihuahua  1 770 611 51.2

Ciudad de México  7 059 870 59.1

Durango  610 240 51.0

Guanajuato  1 762 401 47.0

Guerrero  729 135 41.3

Hidalgo  385 963 50.5

Jalisco  3 007 876 43.7

Estado de México  8 672 511 50.5

Michoacán  850 696 43.0

Morelos  723 976 50.4
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Entidad Población de 18 
años y más

Población de 18 años y más que 
conoce o ha escuchado sobre la 

existencia de una ley
Relativos

Nayarit  279 408 51.9

Nuevo León  2 939 074 56.5

Oaxaca  474 755 49.6

Puebla  1 699 418 49.4

Querétaro  781 364 59.7

Quintana Roo  760 441 43.7

San Luis Potosí  830 640 52.2

Sinaloa  1 013 962 43.4

Sonora  1 183 929 50.1

Tabasco  305 559 44.7

Tamaulipas  1 723 681 45.4

Tlaxcala  496 388 49.5

Veracruz  1 961 229 44.4

Yucatán  733 287 58.8

Zacatecas  267 050 53.3

Nacional  46 316 127 50.6
Fuente: Encuesta Nacional de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales 2016.

El discurso del marco jurídico en materia de acceso a la información pú-
blica, la transparencia y la rendición de cuentas proporcionan elementos para 
contrapesar la desconfianza, al mismo tiempo que coadyuvan a la construcción 
de la corresponsabilidad social. El progreso del ejercicio del derecho de acceso a 
la información es gradual y, a su vez, desigual; sin embargo, los avances han sido 
significativos al crear puentes transparentes entre los tres órdenes de gobierno y la 
ciudadanía, lo que le permite ejercer su derecho a estar informada y acceder a los 
servicios y  los programas públicos. 

La Mesa de Diálogo por la Transparencia en el Distrito Federal, cuyos ejes 
son la transparencia y la rendición de cuentas, se creó en 2008 y es considerada 
como “un mecanismo de intercambio de ideas y análisis en torno a la situación 
de la transparencia en las instituciones públicas de la Ciudad de México, y como 
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un espacio interinstitucional e intersectorial para la generación de acuerdos es-
tratégicos en materia de cultura de la transparencia del aparato público y de la 
rendición de cuentas a nivel local” (InfoDF, 2010). Los integrantes de este espacio 
son, además de los comisionados o los servidores públicos del instituto, los fun-
cionarios públicos de las alcaldías y las secretarías locales, las organizaciones de 
la sociedad civil, los académicos, los periodistas, los sindicatos, las agrupaciones 
políticas y los empresarios. La mesa cuenta con doce miembros que integran la 
Comisión Coordinadora, divididos en representantes de seis organizaciones de 
la sociedad civil y seis representantes de instituciones públicas. El instituto local 
funge como secretario técnico.

De acuerdo con el reglamento de operación de la mesa, las funciones que 
resaltan son, entre otras, la realización de propuestas en materia de transparencia 
y la rendición de cuentas con el fin de que sean canalizadas a las instancias o au-
toridades públicas que son objeto de discusión. Esta función resulta valiosa, pues 
permite evidenciar que el mecanismo no es un “buzón de quejas” que simplifique 
el problema a un foro de opinión, sino que, sin ser vinculante, adquiere el peso 
moral por el nivel de representatividad del mecanismo.

Con base en esta lectura, los intereses de los grupos de presión muestran rea-
lidades que, por descuido o falta de voluntad política, los gobiernos no han podido 
gestionar debidamente, como la opacidad de la información. Lo anterior significa 
que la Mesa de Diálogo por la Transparencia, como dispositivo de participación, 
trasciende la tipología clásica de diálogo social, al conformarse, además, por orga-
nizaciones empresariales y sindicatos, e involucrar a otros sectores implicados en 
la transparencia, como las organizaciones de la sociedad civil, los académicos y los 
periodistas. 

En este mecanismo de participación resaltan los actores clásicos o tradicio-
nales (sindicatos de trabajadores, agremiaciones de empresarios y de gobierno) y 
aparecen en forma creciente “sectores no tradicionales” (entre otros: movimientos 
feministas, indigenistas, derechos humanos, vecinos, consumidores, atención al 
migrante y medio ambiente) (ver figura). 
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Figura. Mesa de diálogo por la transparencia y representación de sectores.
Fuente: elaboración propia.
mdt=Mesa de Diálogo por la Transparencia en el Distrito Federal.

Para académicos como Sojo resulta fundamental no solo el reconocimiento 
de la pluralidad de actores, sino también de las necesidades sociales en el diá-
logo social. Las instituciones públicas que únicamente responden a los acuerdos 
corporativos “están dejando de lado problemáticas y colectividades sociales cada 
vez más relevantes para los propósitos de desarrollo y equidad” (2009, p. 20). 
Desatender posibilidades de satisfacción de las necesidades sociales y económicas, 
como sucede con las personas en situación de vulnerabilidad, no permite mejorar 
la confianza ciudadana en las decisiones públicas; ignorar la realidad no desapa-
rece estas necesidades, pero incorporarla de forma paulatina y activa consolida la 
democracia y moderniza el Estado.

Sojo destaca que los instrumentos jurídicos de la Mesa de Diálogo por la 
Transparencia se plasman en acuerdos o propuestas no vinculatorios, así como en 
informes anuales, los cuales se reflejan en asuntos de relevancia para la ciudad: 
asuntos legislativos (o parlamento abierto), de seguridad, de medio ambiente, en-
tre otros. Es importante señalar que el carácter vinculatorio es facultad de los po-
deres locales de la Ciudad de México. Dotar de este carácter a los instrumentos de 
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la mesa implicaría limitar las facultades de otras autoridades públicas, incluyendo 
las del Poder Judicial. Esto atentaría contra los principios de legalidad y seguridad 
jurídica, al permitir que dos organismos diferentes conocieran del mismo asunto 
y pudieran resolverlo en forma contradictoria. La fuerza de las recomendaciones 
de la mesa está basada en los diagnósticos serios y académicos, así como en sus 
actuaciones de alto nivel técnico y profesional.

Durante el período señalado, las minutas de la mesa indican el desarrollo 
de encuentros entre las organizaciones de la sociedad civil y las instituciones 
gubernamentales, que tienen como testigos del debate a organismos públicos 
autónomos, como la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. De 
acuerdo con los informes de las mesas, de 2008 a 2010 se llevaron a cabo siete 
sesiones plenarias, cinco de ellas temáticas, y aproximadamente cincuenta reu-
niones de trabajo. 

A continuación, se mencionan los principales temas, los integrantes, los con-
tenidos y los acuerdos.

 
Seguridad pública y transparencia en el Distrito Federal

De acuerdo con las minutas, en esta mesa participaron las siguientes entidades 
públicas: Secretaría de Gobierno, Seguridad Pública, Procuraduría General de 
Justicia del Distrito Federal, Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, 
así como organizaciones de la sociedad civil: Alianza Cívica, ac, Cultura Ecológica, 
ac, deca, Equipo Pueblo, ac, y cimtra, además del Consejo Ciudadano de Seguridad 
Pública y Procuración de Justicia del df, insyde, ac, Asociación Mexicana para la 
Seguridad Ciudadana, ac, Artículo 19 y Fundar, ac. En las minutas se observa que 
los principales ejes a trabajar en esta temática se refieren a la generación y homolo-
gación de categorías de información entre la Secretaría de Seguridad Pública y la 
Procuraduría General de Justicia, que permitan a las dependencias reportar datos 
con valor estadístico para la ciudadanía, contar con información confiable para 
generar indicadores, y diseñar e implementar políticas públicas. 
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Para esta mesa, los acuerdos y los resultados no fueron tan fructíferos como 
los demás. Un dato importante a destacar fue el Catálogo Único de Delitos, pri-
mer producto realizado en consenso con actores gubernamentales vinculados a 
la prevención, procuración, administración e impartición de justicia y ejecución 
de sanciones penales del fuero común, y que sirve como herramienta informática 
para ordenar la elaboración de la estadística delictiva en la ciudad. En esta mesa 
se acordó, además, que se llevarían a cabo estudios sobre información presupues-
taria en páginas de internet de las instancias públicas involucradas en el tema de 
seguridad pública y se impulsarían de herramientas tecnológicas de información 
sobre seguridad a disposición del ciudadano, entre otros aspectos. 

Medio ambiente y transparencia en el Distrito Federal

Según consta en las minutas, en esta mesa concurrieron representantes de la Pro-
curaduría Ambiental de las secretarías de Medio Ambiente y de Obras y Servicios 
de la Ciudad, y del Sistema de Aguas de la Ciudad de México. Entre las organiza-
ciones de la sociedad civil, se mencionan: Fundar, Artículo 19, cemda, Presencia 
Ciudadana Mexicana, Colectivo por la Transparencia, Consejo Consultivo para el 
Desarrollo Sustentable Núcleo df (ccds-df) y Cultura Ecológica.

Los trabajos se enfocaron, principalmente, en definir y organizar la primera 
Feria de la Transparencia2 (a la fecha se han realizado nueve), cuyo objetivo es 
promover la garantía del derecho de acceso a la información e impulsar la transpa-
rencia y la rendición de cuentas en la Ciudad de México, sobre todo a ciudadanos 
y organizaciones de la sociedad civil locales.

Sobre los portales de transparencia focalizada, destaca la creación de uno refe-
rente al medio ambiente (http://www.transparenciamedioambiente.df.gob.mx/) y 
otro de mapas delegacionales de problemática ambiental (http://www.atlas.cdmx.
gob.mx/); así como la creación de un portal sobre residuos de la industria de la 

2 La celebración de la Feria de la Transparencia inició en 2009, con motivo del Día Internacional del 
Derecho a Saber (promulgado en Bulgaria en 2002), a propuesta de la Mesa de Diálogo por la Trans-
parencia.
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construcción (Inventario sobre cascajo: https://www.sedema.cdmx.gob.mx/pro-
gramas/programa/residuos-solidos). También se hizo una actualización de la in-
formación relacionada con proyectos o programas ambientales del Gobierno de la 
Ciudad de México que reciben financiamiento o apoyo de instituciones financieras 
internacionales, además del monitoreo del Fondo Ambiental Público. 

Transparencia en la política y en los 
programas sociales del gobierno del Distrito Federal

El propósito principal de esta mesa fue evaluar la transparencia de diversas po-
líticas públicas sociales en la Ciudad de México. En un primer momento, se se-
leccionaron muestras representativas de programas sociales de acuerdo con su 
alcance, cobertura y presupuesto. Posteriormente, once organizaciones, como 
Equipo Pueblo, participaron en la evaluación de los programas que fueron pre-
sentados a las dependencias de gobierno responsables de la ejecución de cada 
programa. 

Los trabajos y acuerdos analizaron, ante todo, la integración de un único pa-
drón de beneficiarios, como el de pensión alimentaria para adultos mayores, el de 
poblaciones en situación de calle, el seguro contra la violencia familiar, la coinver-
sión para el desarrollo social, los comedores comunitarios, entre otros;3 asimismo, 
se revisó la publicación de la Guía de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal en la lengua ná-
huatl.4 Como resultados de esta mesa, se operaron cambios parciales y totales en 
las páginas web de instancias a cargo de programas sociales, y se mejoró el acceso 
para obtener la información del programa.

3 Para conocer el portal de transparencia de los padrones consultar: http://www.sideso.cdmx.gob.mx/
index.php?id=682 
4 El inegi señala que las lenguas indígenas más habladas en la Ciudad de México son: náhuatl, con 
33 796 hablantes; mixteco, otomí y mazateco. Consultar: http://cuentame.inegi.org.mx/monografias/
informacion/df/poblacion/diversidad.aspx?tema=me&e=09 
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Transparencia presupuestaria y fiscal del Distrito Federal

Esta mesa tuvo el propósito de elevar los niveles de transparencia presupuesta-
ria como requisito básico para la rendición de cuentas y el cumplimiento del de-
recho de toda persona a acceder a información gubernamental. Participaron el 
Instituto Mexicano para la Competitividad, Gestión Social y Cooperación, Fundar, 
y la Secretaría de Finanzas del Distrito Federal. Asistieron, igualmente, el Centro 
de Estudios Económicos del Sector Privado, la Subsecretaría de Egresos, la Sub-
secretaría de Planeación Financiera, la Tesorería del Distrito Federal y, en calidad 
de secretariado técnico, el InfoDF.

Entre los resultados más destacados se puede mencionar la publicación de in-
formación en materia presupuestaria y fiscal en el portal web de la Secretaría de 
Finanzas del Distrito Federal, sobre todo del presupuesto anual, así como la ley 
de ingresos acompañada de una exposición de motivos; la Ley de Coordinación 
Fiscal e información sobre la deuda pública de la Ciudad de México (https://data.
finanzas.cdmx.gob.mx/inv/DeudaPublica.html); además de la elaboración anual 
de la versión ciudadana del presupuesto de egresos de la Ciudad de México, con la 
inclusión de indicadores de gestión y resultados que se puede cotejar en el portal 
web de la Secretaría de Finanzas local.

De igual manera, se subrayan los ejercicios de rendición de cuentas mediante 
mecanismos específicos de la Ley de Participación Ciudadana y del Programa de 
Derechos Humanos para registrar el gasto asignado a cada uno de los derechos, 
líneas de acción y grupos poblacionales.

Transparencia en los programas sociales y servicios 
públicos de las delegaciones del Distrito Federal

En esta mesa, el objetivo fue evaluar el nivel de efectividad y eficiencia en materia 
de transparencia de la política social en los programas delegacionales de desarro-
llo. De acuerdo con las minutas, del total de programas sociales instrumentados en 
delegaciones (hoy alcaldías) desde 2010 (un total de 212, más once subprogramas 
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con 1 852 263 beneficiarios), se seleccionó una muestra representativa de 30 pro-
gramas (el 14.2% del total). Entre los principales descubrimientos, resultado de 
los diagnósticos de las organizaciones, se puede mencionar la descoordinación e 
inconsistencia entre distintas fuentes de información de los gobiernos delegacio-
nales; los múltiples criterios de interpretación en la aplicación e interpretación de 
los programas sociales; la desinformación o desconocimiento sobre la aplicabili-
dad de reglas de operación de los programas sociales, entre otros.

Entre los trabajos y los acuerdos alcanzados, destacan la consideración de in-
dicadores básicos para la evaluación de programas sociales focalizados en las de-
legaciones, como el presupuesto por programa; el uso de los recursos aplicados; la 
cobertura poblacional y geográfica del programa social; la población beneficiada; 
las reglas de operación; la infraestructura disponible para la operación; el padrón 
de beneficiarios y las listas de espera; los mecanismos de participación ciudadana 
en los programas sociales; el sistema de rendición de cuentas de la operación del 
programa; y los recursos institucionales de la delegación e instrumentos para ga-
rantizar la transparencia.5 

Conclusiones

Para que una participación sea democrática se necesitan, invariablemente, ciu-
dadanos informados. Muchos teóricos de la democracia han coincidido en que, 
para ejercer derechos, se requiere información veraz, accesible, legible y oportuna 
sobre el quehacer de sus gobiernos. En el diálogo social se presentan los proble-
mas a discutir y resolver, y la apertura de información es el punto clave para que 
los ciudadanos y las organizaciones de la sociedad civil (como representantes de 
causas sociales) descubran el alcance o la dimensión de determinados problemas. 
La apertura de información pública puede dilucidar a qué y a quiénes se beneficia, 
así como a qué y a quiénes se perjudica en las decisiones de política pública.

5 El resultado de la focalización de programas sociales por delegaciones de la Ciudad de México se 
puede consultar en: http://www.sideso.cdmx.gob.mx/index.php?id=88 
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Dos de las funciones principales del diálogo social son: otorgar una estructu-
ra de gobernanza alternativa, que trascienda la relación entre sectores meramente 
productivos con el gobierno, e invitar a más actores, ya que esto permite analizar 
el déficit de democracia o el desequilibrio de poderes que existe; por ejemplo, un 
régimen de negociación colectiva puede establecer un sistema de mecanismos de 
control, que puede prevenir las medidas unilaterales por parte del empleador. 

En términos generales, y como se señaló en párrafos anteriores, las mesas de 
diálogo se constituyeron en dinámicas al alcanzar resultados diversos según los 
niveles de compromiso, el trabajo y la deliberación de los integrantes que parti-
ciparon en cada una de ellas. Destacan los vastos resultados de la mesa dedicada 
a temáticas medioambientales de la Ciudad de México, que contrastan con los de 
seguridad, cuyos acuerdos no han sido tan fructíferos. Durante el período señala-
do, la Mesa de Diálogo por la Transparencia ha sido un espacio en el que, con la 
concurrencia de diversos actores sociales, académicos y públicos, se ha llegado a 
acuerdos a favor de la transparencia y la rendición de cuentas en programas clave 
para el desarrollo de la Ciudad de México. 

Actualmente, diversos temas pueden ser deliberados en la Mesa de Diálogo 
por la Transparencia, como los fideicomisos de la Ciudad de México, que han sido 
expuestos como entidades públicas poco transparentes (Montoya, 2013). Se men-
cionan de igual forma los proyectos de inversión pública-privada del Gobierno 
de la Ciudad de México, el presupuesto delegacional participativo, entre otros. 
El punto nodal es que puedan incluirse mayores obligaciones de transparencia 
presupuestaria, principalmente en materia de seguridad pública, y que de esta 
manera el acceso a la información por parte de los ciudadanos u organizaciones 
no dependa de la voluntad política del funcionario público en turno, sino que sean 
obligaciones descritas en la ley local de transparencia. 

En este sentido, la transparencia de los presupuestos públicos es fundamen-
tal para optimizar la gestión de los recursos públicos y trascender a una democra-
cia más participativa. En los últimos veinte años, en México, la modernización del 
modelo de gestión pública, tanto a nivel federal como local, ha tenido avances im-
portantes; aun así, la labor sobre transparencia presupuestaria ha sido una de las 
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principales preocupaciones de la sociedad civil. Durante las últimas dos décadas, 
en el país se ha avanzado en la modernización del modelo de gestión pública a es-
cala federal y estatal; sin embargo, el trabajo sobre transparencia presupuestaria 
se ha afianzado en los últimos diez años. 

Diversos estudios han medido los niveles de transparencia de presupuestos 
públicos en México, los cuales revelan que su aproximación es meramente tangen-
cial, sin avances significativos para hacer que los recursos públicos sean en mayor 
medida transparentes e involucren más a la sociedad en el diseño. Con base en 
estos parámetros, la Mesa de Diálogo por la Transparencia ha tenido acuerdos 
valiosos y resultados a favor del derecho de acceso a la información pública.

Después de analizar algunos de los aspectos relacionados con la transparen-
cia, la rendición de cuentas y el diálogo social, mediante un caso concreto como la 
Mesa de Diálogo por la Transparencia, impulsada por el InfoDF, se pueden formu-
lar algunas conclusiones:

• El concepto de diálogo social es abierto a otros actores sociales, a diferencia 
de los convencionales. La mesa de diálogo es un ejemplo concreto de la tras-
cendencia de la tipología clásica de deliberación y negociación de acuerdos 
para el desarrollo. 

• Los resultados de la mesa permitieron vincular de manera transversal el de-
recho de acceso a la información con el ejercicio de otros derechos funda-
mentales.

• Con el aprovechamiento de la experiencia de las organizaciones de la socie-
dad civil local, en corresponsabilidad con las instituciones públicas locales, 
la Mesa de Diálogo por la Transparencia puede ser un modelo a seguir en 
otros estados, principalmente en aquellos donde los niveles de transparencia 
y rendición de cuentas sean bajos. 

• En el caso de la Ciudad de México, los numerosos fideicomisos del Gobierno 
de la Ciudad y las debilidades del acceso a la información sobre seguridad 
pública pueden ser puntos de atención en próximos diálogos entre la socie-
dad civil, los académicos y las instituciones públicas locales.
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